
 

Recomendaciones Generales  
y Observaciones Finales  

del Comité para la Eliminación de la 
Discriminación contra la Mujer sobre 

mujeres indígenas y/o afrodescendientes 
realizadas a Estados de América Latina 

 
 

 
 



1 
 

  

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
El documento ha sido elaborado por Victoria Díaz García, Especialista de Programa 
sobre normas, políticas y estándares de derechos de las mujeres e igualdad de género 
de la Oficina Regional de ONU Mujeres para las Américas y el Caribe en Panamá, Imanol 
Barrueco, Cooperante Profesional del Gobierno Vasco, y Amanda Tamayo Olea, 
Pasante de la Maestría de Cooperación Internacional y Políticas de Desarrollo de la 
Universidad de Málaga. 
 
 

 
 



2 
 

 

I. INTRODUCCIÓN 3 

II. RECOMENDACIONES GENERALES 5 

II.OBSERVACIONES FINALES DE PAÍSES  12 

Argentina                                                                                 12 

Bolivia   14 

Brasil                                                                                          18 

Chile                                                                                           19 

Colombia                                                                                  21 

Costa Rica                                                                                 25 

Ecuador                                                                                     27 

El Salvador                                                                                30 

Guatemala                                                                                30 

Honduras                                                                                  32 

México                                                                                      35 

Nicaragua                                                                                 36 

Panamá                                                                                     38 

Paraguay                                                                                   40 

Perú                                                                                           41 

Uruguay                                                                                    4 4 

Venezuela                                                                                 47 

 

 

TABLA DE CONTENIDOS 

 



3 
 

 

La Convención sobre la Eliminación de Todas 
las Formas de Discriminación contra la Mujer 
(CEDAW) es el principal instrumento jurídico 
para la promoción y defensa de los derechos 
de las mujeres. La CEDAW es uno de los 
documentos rectores de ONU Mujeres, y 
“piedra angular” de todos sus programas. 
 
La CEDAW fue aprobada en 1979 por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas y 
entró en vigor en septiembre de 1981. Ha sido 
ratificada por todos los Estados de Améica 
Latina y el Caribe y por tanto su aplicación es 
obligatoria.  
 
La CEDAW tiene como finalidad eliminar todas 
las formas de discriminación contra la mujer, 
obligando a los Estados a reformar las leyes 
con tal fin y a debatir sobre la discriminación 
en el mundo.  
 
La CEDAW cuenta con un Comité para la 
eliminación de la Discriminación contra la 
mujer, que lleva a cabo un seguimiento de las 
acciones de los Estados en cumplimiento de los 
mandatos de la Convención y de las 
recomendaciones de dicho Comité. Los 
Estados tienen la obligación de rendir cuentas 
de su compromiso mediante la presentación 
de informes periódicos ante el Comité que 
examina las iniciativas realizadas por los 
Estados en aplicación de la Convención. En sus 
informes, los Estados deben señalar tanto las 
medidas legislativas, judiciales y 
administrativas adoptadas para aplicar las 
normas de la Convención, como los obstáculos 
que se han encontrado en su implementación. 
El Comité tiene en cuenta los informes 
paralelos o alternativos presentados por 
organizaciones de la sociedad civil, así como 
por organismos especializados de las Naciones 
Unidas. Al final del proceso de examen y, en 
diálogo con las y los representantes de los 
Estados, el Comité emite sus observaciones 
finales, con recomendaciones para optimizar la 
aplicación de la CEDAW.  

 
 
 
El Comité CEDAW ha elaborado numerosas 
Recomendaciones Generales que contienen 
los criterios que este órgano considera 
indispensables o importantes para la mejor 
interpretación del articulado de la CEDAW por 
parte de los Estados.  
 
En sus recomendaciones, el Comité trata 
temas que la Convención no menciona 
explícitamente y temas específicos o 
emergentes a los que los Estados deben 
referirse en sus informes periódicos. Son varias 
las Recomendaciones Generales emitidas por 
el Comité CEDAW que hacen referencia a 
temas y áreas de interés específico sobre las 
mujeres indígenas y/o afrodescendientes. 
Además, aunque no existe actualmente una 
Recomendación General específica sobre 
mujeres indígenas o afrodescendientes, varias 
organizaciones de sociedad civil y organismos 
internacionales han hecho referencia a la 
necesidad de que el Comité emita 
recomendaciones específicas, en particular, 
sobre mujeres indígenas. 
 
En línea con el propósito de “no dejar a nadie 
atrás” acordado por los Estados en la 
negociación y adopción de la Agenda 2030 
para el Desarrollo Sostenible y los Objetivos 
de Desarrollo Sostenible, ONU Mujeres ha 
priorizado promover los derechos y el 
empoderamiento de las mujeres indígenas y 
afrodescendientes de la región. Por esto, se 
hace indispensable anclar las iniciativas y 
procesos normativos, programáticos y de 
coordinación llevados a cabo por sus oficinas y 
equipos en las recomendaciones emitidas por 
el Comité CEDAW a cada Estado para abordar 
y superar la discriminación y/o desigualdad 
que experimentan las mujeres indígenas y 
afrodescendientes.  
 

1.INTRODUCCIÓN 
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Con este propósito, el presente documento1 se 
hace eco, en una primera parte, de las 
Recomendaciones Generales emitidas por el 
Comité CEDAW que abordan temas y áreas de 
interés específico sobre las mujeres indígenas 
y/o afrodescendientes. En una segunda parte, 
el documento ofrece una recopilación de las 
últimas Observaciones Finales realizadas por 
el Comité CEDAW a los Estados de América 
Latina. Tanto las Recomendaciones Generales 
como las Observaciones Finales están 
disponibles en la página web de la Oficina del 
Alto Comisionado para los Derechos Humanos: 
http://www.ohchr.org/en/hrbodies/cedaw/p
ages/cedawindex.aspx 
   
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

  

                                                 
1 Este es un documento “vivo” que se actualizará regularmente 

a medida que los Estados Partes se someten a las sesiones 

periódicas de examen sobre su nivel de aplicación de la 

Convención CEDAW y reciben nuevas recomendaciones. 

http://www.ohchr.org/en/hrbodies/cedaw/pages/cedawindex.aspx
http://www.ohchr.org/en/hrbodies/cedaw/pages/cedawindex.aspx
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Recomendación general No. 35 (2017) 

Sobre la violencia por razón de género 
contra la mujer, por la que se actualiza 

la Recomendación General No. 19 
 
 
 
Alcance 
 
12. En la recomendación general núm. 28 y la 
recomendación general núm. 33, el Comité 
confirmó que la discriminación contra la 
mujer estaba inseparablemente vinculada a 
otros factores que afectan a su vida. El Comité, 
en su jurisprudencia, ha destacado que esos 
factores incluyen el origen étnico o la raza de 
la mujer, la condición de minoría o indígena, 
el color, la situación socioeconómica y/o las 
castas, el idioma, la religión o las creencias, la 
opinión política, el origen nacional, el estado 
civil, la maternidad, la edad, la procedencia 
urbana o rural, el estado de salud, la 
discapacidad, los derechos de propiedad, la 
condición de lesbiana, bisexual, transgénero o 
intersexual, el analfabetismo, la solicitud de 
asilo, la condición de refugiada, desplazada 
interna o apátrida, la viudez, el estatus 
migratorio, la condición de cabeza de familia, 
la convivencia con el VIH/SIDA, la privación de 
libertad y la prostitución, así como la trata de 
mujeres, las situaciones de conflicto armado, 
la lejanía geográfica y la estigmatización de las 
mujeres que luchan por sus derechos, en 
particular las defensoras de los derechos 
humanos . En consecuencia, dado que las 
mujeres experimentan formas múltiples e 
interrelacionadas de discriminación, que 
tienen un agravante efecto negativo, el 
Comité reconoce que la violencia por razón de 
género puede afectar a algunas mujeres en 
distinta medida, o en distintas formas, lo que 
significa que se requieren respuestas jurídicas 
y normativas adecuadas 
 
 
 

 
Las obligaciones de diligencia debida por los 
actos u omisiones de agentes no estatales 
 
Plano legislativo 
 

a) Según los artículos 2 b), c), e), f) y 
g) y 5 a), los Estados están obligados a 
adoptar legislación que prohíba todas 
las formas de violencia por razón de 
género contra las mujeres y las niñas, 
a fin de armonizar la legislación 
nacional con la Convención. En la 
legislación, las mujeres víctimas y 
supervivientes de esa violencia 
deberían considerarse titulares de 
derechos. Debería contener 
disposiciones que tengan en cuenta 
las cuestiones de edad y género y una 
protección jurídica efectiva que 
comprenda sanciones a los autores y 
reparaciones a las víctimas y 
supervivientes. La Convención 
establece que las normas existentes 
en los sistemas de justicia religiosos, 
consuetudinarios, indígenas y 
comunitarios deben armonizarse con 
sus normas y que todas las leyes que 
constituyan discriminación contra la 
mujer, en particular aquellas que 
causen, promuevan o justifiquen la 
violencia de género o perpetúen la 
impunidad por esos actos, deben ser 
derogadas. Esas normas pueden ser 
parte del derecho estatutario, 
consuetudinario, religioso, indígena o 
del common law, del derecho 
constitucional, civil, de familia, penal 
o administrativo o del derecho 
probatorio y procesal, tales como 
disposiciones basadas en actitudes o 
prácticas discriminatorias o 
estereotipadas que permiten la 
violencia por razón de género contra 
la mujer o mitigan las condenas en 
ese contexto; 
 

 

 

2. RECOMENDACIONES GENERALES 
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Medidas legislativas generales 
 
29. El Comité recomienda que los Estados 
partes apliquen las siguientes medidas 
legislativas: 

c) Derogar, en particular en las leyes 
consuetudinarias, religiosas e 
indígenas, todas las disposiciones 
jurídicas que discriminan a la mujer y, 
de ese modo, consagran, alientan, 
facilitan, justifican o toleran toda 
forma de violencia por razón de 
género. En particular, se recomienda 
derogar lo siguiente: 

i) Las disposiciones que 
permitan, toleren o condonen 
cualquier forma de violencia 
por razón de género contra la 
mujer, incluido el matrimonio 
infantil  o forzado y otras 
prácticas tradicionales nocivas, 
las disposiciones que permitan 
realizar procedimientos 
médicos a mujeres con 
discapacidad sin su 
consentimiento informado y las 
disposiciones que penalicen el 
aborto , la condición de 
lesbiana, bisexual o 
transgénero y a las mujeres que 
ejercen la prostitución y el 
adulterio, o cualquier otra 
disposición penal que afecte a 
las mujeres de manera 
desproporcionada, en 
particular aquellas que 
conlleven la aplicación 
discriminatoria de la pena 
capital a las mujeres ; 
ii) Las normas probatorias y 
procedimientos 
discriminatorios, a saber, los 
procedimientos que permitan 
la privación de la libertad de la 
mujer para protegerla de la 
violencia, las prácticas 
centradas en la “virginidad” y 
las defensas jurídicas o factores 
atenuantes basados en la 
cultura, la religión o el privilegio 
masculino, como la defensa del 

denominado “honor”, las 
disculpas tradicionales, el 
indulto por parte de los 
familiares de las víctimas y 
supervivientes o el matrimonio 
posterior de la víctima o 
superviviente de una agresión 
sexual con el autor, los 
procedimientos que conlleven 
las penas más duras, incluidas 
lapidaciones, flagelaciones y 
muerte, reservadas a menudo a 
las mujeres, y las prácticas 
judiciales que hagan caso 
omiso de una historia de 
violencia por razón de género 
en detrimento de las acusadas ; 
iii) Todas las leyes que impidan 
a las mujeres denunciar la 
violencia por razón de género o 
las disuadan de hacerlo, como 
las leyes de tutela que privan a 
las mujeres de su capacidad 
jurídica o limitan la posibilidad 
de las mujeres con 
discapacidad de declarar ante 
un tribunal, la práctica de la 
denominada “custodia 
precautoria”, las leyes de 
inmigración restrictivas que 
disuadan a las mujeres, en 
particular las trabajadoras 
domésticas migrantes, de 
denunciar ese tipo de violencia 
y las leyes que permitan la 
doble detención en casos de 
violencia doméstica o el 
procesamiento de las mujeres 
cuando el autor es absuelto; 

 
 

Recomendación General No. 34 (2016) 
Sobre los derechos de las mujeres rurales 
 
 
Aplicación de los artículos 1 y 2 
 
14. En consonancia con la recomendación 
general núm. 28, los Estados partes deberían 
reconocer que las mujeres rurales no son un 
grupo homogéneo y a menudo se enfrentan a 
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formas entrecruzadas de discriminación. 
Muchas mujeres indígenas y 
afrodescendientes viven en zonas rurales y 
sufren discriminación debido a su origen 
étnico, idioma y forma de vida tradicional. Las 
mujeres rurales que pertene cen a otras 
minorías étnicas o a minorías religiosas, así 
como las mujeres cabezas de familia, también 
pueden sufrir mayores tasas de pobreza y 
otras formas de exclusión. Las mujeres que 
trabajan en las zonas rurales, incluidas las 
campesinas, las pastoras, las migrantes, las 
pescadoras y las mujeres sin tierras, también 
sufren desproporcionadamente formas 
entrecruzadas de discriminación. Como se 
reconoce en la recomendación general núm. 
18 (1991) sobre las mujeres discapacitadas, 
aunque estas últimas se enfrentan a 
dificultades particulares en todos los ámbitos 
de la vida, este es especialmente el caso de las 
que viven en zonas rurales. La discriminación 
puede agravarse en las zonas rurales por la 
falta de acceso adecuado a servicios como el 
agua, el saneamiento, la electricidad, la 
atención sanitaria, el cuidado de niños y 
ancianos y la educación inclusiva y 
culturalmente apropiada, entre otros. Como 
se reconoce en la recomendación general 
núm. 27 (2010) sobre las mujeres de edad y la 
protección de sus derechos humanos, las 
mujeres de edad y las viudas pueden sufrir 
también estigmatización y aislamiento en las 
zonas rurales, lo que las expone a mayores 
riesgos de maltrato. Además, las mujeres 
rurales, incluidas las mujeres cabezas de 
familia, que viven en zonas afectadas por 
conflictos se enfrentan a problemas de 
seguridad y mayores obstáculos para 
disfrutar de sus derechos.  
15. Los Estados partes deberían eliminar 
todas las formas de discriminación contra 
grupos de mujeres rurales desfavorecidos y 
marginados. Por ejemplo, los Estados partes 
deberían velar por que los grupos de mujeres 
rurales desfavorecidos y marginados, 
incluidas las mujeres rurales que pertenecen 
a minorías indígenas, afrodescendientes, 
étnicas y religiosas, las cabezas de familia, las 
campesinas, las pastoras, las pescadoras, las 
mujeres sin tierras, las migrantes y las 
mujeres rurales afectadas por conflictos, 

estén protegidas contra las formas 
entrecruzadas de discriminación y tengan 
acceso a educación, empleo, agua y 
saneamiento y atención sanitaria, entre otras 
cosas. Los Estados partes deberían elaborar 
políticas y programas que garanticen el 
disfrute igualitario de los derechos de las 
mujeres rurales con discapacidad, por 
ejemplo asegurando la accesibilidad de la 
infraestructura y los servicios. Los Estados 
partes también deberían velar por que las 
mujeres rurales de edad tengan acceso a 
servicios sociales y protección social 
adecuada, así como a recursos económicos y 
al empoderamiento para vivir con dignidad, 
en particular mediante el acceso a servicios 
financieros y seguridad social 
 
Artículo 14, párrafo 1, léase conjuntamente 
con los artículos 3, 4, párrafo 1, 5, letra a), 6, 
9, 15 y 16 
 
26. El artículo 6, relativo a la eliminación de la 
trata de mujeres y la explotación de la 
prostitución, tiene especial relevancia para 
las mujeres y las niñas rurales, incluidas las 
mujeres y las niñas indígenas, que corren 
riesgos específi cos porque viven en zonas 
remotas. Las dificultades económicas de la 
vida rural, junto con la falta de información 
sobre la trata y el modus operandi de los 
traficantes, pueden hacerlas especialmente 
vulnerables, en particular en las regiones 
afectadas por conflictos. 
27. Los Estados partes deberían atajar las 
causas profundas de la trata de mujeres 
empoderando económicamente a las mujeres 
rurales y creando conciencia en las zonas 
rurales sobre los riesgos de ser atraídas por 
los traficantes y sus métodos de actuación. 
Los Estados partes deberían velar por que la 
legislación contra la trata se ocupe de los 
problemas sociales y económicos a que se 
enfrentan las mujeres y las niñas rurales e 
impartir formación con perspectiva de género 
sobre medidas de prevención, protección y 
asistencia para víctimas a la judicatura, la 
policía, los guardas fronterizos, otros agentes 
del orden y los trabajadores sociales, 
especialmente en las zonas rurales y las 
comunidades indígenas. 
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Tierra y recursos naturales (art. 14, párr. 2 g), 
léase conjuntamente con el art. 13) 
 
Tierra y recursos naturales 
 
59. Los Estados partes deberían velar por que 
la legislación garantice los derechos de las 
mujeres rurales a la tierra, el agua y otros 
recursos naturales en pie de igualdad con los 
hombres, independientemente de su estado 
civil y de su tutor o garante masculino, y por 
que tengan plena capacidad jurídica. 
Deberían garantizar que las mujeres 
indígenas de las zonas rurales disfruten del 
mismo acceso que los hombres indígenas a la 
propiedad, la posesión y el control de la tierra, 
el agua, los bosques, la pesca, la acuicultura y 
otros recursos que han poseído, ocupado o 
utilizado o adquirido tradicionalmente, entre 
otras cosas protegiéndolas contra la 
discriminación y la desposesión. Además, los 
Estados partes deberían:  

a) Fomentar el acceso de las mujeres 
rurales a cooperativas agrícolas, 
donde pueden ser miembros o 
miembros exclusivos, y su 
participación significativa en ellas;  
b) Promover el papel de las mujeres 
rurales en la pesca y la acuicultura, así 
como sus conocimientos del uso 
sostenible de los recursos pesqueros, 
y fomentar su acceso a los bosques y 
los recursos forestales sostenibles, 
incluido el acceso seguro a leña y 
recursos forestales no madereros; 
c) Fortalecer las instituciones y los 
mecanismos consuetudinarios y 
reglamentarios para defender o 
proteger los derechos de las mujeres 
a la tierra, el agua y otros recursos 
naturales, incluyendo servicios de 
asistencia parajurídica comunitarios. 
 

Reforma agraria, adquisición de tierras y 
reasentamiento 
 
78. Los Estados partes deberían priorizar la 
igualdad de derechos de las mujeres rurales a 
la tierra cuando lleven a cabo reformas 
agrarias y considerarlo un objetivo específico 
y central de la reforma agraria. Deberían: 

c) Reconocer formalmente y 
examinar las leyes, tradiciones, 
costumbres y sistemas de tenencia de 
la tierra de las mujeres indígenas con 
el objetivo de eliminar las 
disposiciones discriminatorias 

 
Mujeres rurales en los países desarrollados 
89. Por ejemplo, muchas trabajadoras 
migrantes de los países desarrollados 
trabajan en la agricultura y a menudo sufren 
graves violaciones de sus derechos humanos, 
por ejemplo en forma de violencia, 
explotación y denegación de acceso a los 
servicios, como la atención sanitaria. Además, 
la transición a la agricultura industrial en 
muchos países desarrollados ha tendido a 
marginar a los pequeños agricultores, con un 
efecto desproporcionado en las mujeres 
rurales. Por lo tanto, es necesario facilitar y 
apoyar programas de desarrollo agrícola 
alternativos con perspectiva de género que 
permitan a las pequeñas productoras 
participar en la agricultura y el desarrollo rural 
y en sus beneficios. Además, aunque las 
comunidades rurales de los países 
desarrollados con frecuencia pueden estar 
bien conectadas a servicios sociales y tener 
acceso a infraestructuras de transporte, agua, 
saneamiento, tecnología y sistemas 
educativos y sanitarios, entre otras cosas, la 
situación no es igual en todas las 
comunidades rurales. En muchos lugares ese 
acceso brilla por su ausencia, y las mujeres 
que viven en dichas comunidades rurales 
sufren no solo la falta de estos derechos, sino 
también el aumento de la carga de trabajo 
asistencial como consecuencia. Esto sucede 
particularmente en las comunidades rurales 
periféricas o remotas, incluidas las indígenas, 
que están aisladas y tienden a registrar 
mayores niveles de pobreza. 
 
92. Los Estados partes deberían mejorar las 
condiciones de vida de las mujeres rurales, en 
particular las indígenas, que residen en 
regiones periféricas que tienden a ser más 
pobres y estar más aisladas y menos 
conectadas a servicios sociales. Deberían 
conceder prioridad al desarrollo de esas 
comunidades rurales, haciendo partícipes a 
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las mujeres locales en el diseño y la aplicación 
de planes de desarrollo rural. 
 
Difusión y presentación de informes  
 
97. El Comité alienta a los Estados partes a 
traducir la presente recomendación general a 
los idiomas nacionales y locales, incluidas las 
lenguas indígenas y minoritarias, y a 
difundirla ampliamente a todas las ramas del 
gobierno, la sociedad civil, los medios de 
comunicación, las instituciones académicas y 
las organizaciones de mujeres, incluidas las 
organizaciones de mujeres rurales. El Comité 
recomienda que, al preparar sus informes 
periódicos, especialmente en lo relativo al 
artículo 14, los Estados partes consulten a 
grupos de mujeres rurales, incluidas 
organizaciones de agricultoras, colectivos de 
productoras y cooperativas rurales. 
 
 
 

Recomendación General No. 33 (2015) 

Sobre el acceso de las mujeres a la justicia 
 
 

Introducción y ámbito 
 
5. El ámbito del derecho de acceso a la justicia 
incluye también los sistemas de justicia plural. 
El término “sistemas de justicia plural” se 
refiere a la coexistencia, dentro de un Estado 
parte, de las leyes estatales, los reglamentos, 
los procedimientos y las decisiones, por una 
parte, y las leyes y prácticas comunitarias, 
religiosas, consuetudinarias o indígenas, por 
la otra. Por lo tanto, los sistemas de justicia 
plural incluyen múltiples fuentes de derecho, 
ya sea oficiales u oficiosas ―estatales, no 
estatales y mixtas― que pueden encontrar las 
mujeres cuando procuran ejercer su derecho 
de acceso a la justicia. Los sistemas de justicia 
comunitarios, religiosos, consuetudinarios, 
indígenas y comunitarios ―que en la 
presente recomendación se denominan 
sistemas de justicia tradicional― pueden ser 
oficialmente reconocidos por el Estado, 
funcionar con aquiescencia del Estado con o 

sin una situación jurídica explícita, o funcionar 
fuera del marco regulatorio del Estado. 
 
8. La discriminación contra la mujer, sobre la 
base de los estereotipos de género, la 
estigmatización, las normas culturales 
dañinas y patriarcales y la violencia basada en 
el género, que afectan particularmente a las 
mujeres, tienen efectos adversos sobre la 
capacidad de éstas para obtener acceso a la 
justicia en pie de igualdad con los hombres. 
Además, la discriminación contra la mujer se 
ve agravada por factores interseccionales que 
afectan a algunas mujeres en diferente grado 
o de diferente forma que a los hombres y 
otras mujeres. Las causas de la discriminación 
interseccional o compuesta pueden incluir la 
etnia y la raza, la condición de minoría o 
indígena, el color, la situación 
socioeconómica y/o las castas, el idioma, la 
religión o las creencias, la opinión política, el 
origen nacional, el estado civil y/o ma ternal, 
la localización urbana o rural, el estado de 
salud, la discapacidad, la propiedad de los 
bienes y el hecho de ser mujeres lesbianas, 
bisexuales, intersexuales. Estos factores 
interseccionales dificultan a las mujeres 
pertenecientes a esos grupos el acceso a la 
justiciar, 
 
 
Derecho de familia 
 
46. El Comité recomienda que los Estados 
partes: 

c) Aseguren que en los entornos en 
que no haya un código familiar 
unificado y existan múltiples sistemas 
de derecho de familia, como los 
sistemas civil, indígena, religioso o 
consuetudinario, las leyes sobre la 
condición jurídica de las personas 
dispongan la elección individual en 
cuanto al derecho de familia aplicable 
en cualquier etapa de la relación. Los 
tribunales estatales deben revisar las 
decisiones de todos los otros órganos 
a ese respecto. 
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Procesos alternativos de solución de 
controversias  
 
57. Muchas jurisdicciones han adoptado 
sistemas obligatorios u optativos para la 
mediación, la conciliación, el arbitraje, las 
resoluciones de colaboración para la solución 
de controversias, la facilitación y la 
negociación basada en los intereses. Esto se 
aplica, en particular, a las esferas del derecho 
de familia, la violencia doméstica, la justicia 
de menores y el derecho laboral. Los procesos 
alternativos de solución de controversias 
suelen denominarse de justicia oficiosa 
vinculados a los litigios judiciales oficiales 
pero que funcionan fuera de esos procesos. 
Los procesos alternativos oficiosos de 
solución de controversias incluyen también a 
los tribunales indígenas no oficiales, así como 
a los cargos de jefes basados en la solución 
alternativa de controversias en que estos 
últimos y otros líderes comunitarios 
resuelven las controversias interpersonales, 
incluidos el divorcio, la custodia de los hijos y 
las diferencias sobre la tierra. Aunque esos 
procesos pueden ofrecer mayor flexibilidad y 
reducir los costos y las demoras para las 
mujeres que solicitan justicia, pueden 
también dar lugar a nuevas violaciones de sus 
derechos y a la impunidad de los 
perpetradores debido a que estos suelen 
actuar en base a valores patriarcales, 
produciendo un efecto negativo sobre el 
acceso de la mujer a los exámenes judiciales y 
los recursos. 
 
Sistemas de justicia plurales  
 
61. El Comité observa que las leyes, los 
reglamentos, los procedimientos y las 
decisiones del Estado pueden a veces 
coexistir dentro de un Estado parte 
determinado que tiene leyes y prácticas 
religiosas, consuetudinarias, indígenas o 
comunitarias. Esto da lugar a la existencia de 
sistemas extraoficiales de justicia. Hay, por lo 
tanto, múltiples fuentes de derecho que 
pueden ser reconocidas oficialmente como 
parte del orden jurídico nacional o funcionar 
sin una base jurídica explícita. Los Estados 
partes tienen obligaciones en virtud de los 

artículos 2, 5 a) y 15 de la Convención y otros 
instrumentos internacionales de derechos 
humanos, entre otras la de asegurar que los 
derechos de las mujeres sean respetados de 
manera equitativa y que éstas estén 
protegidas contra violaciones de sus derechos 
humanos por todos los componentes de los 
sistemas extraoficiales en de justiciar. 
 
63. El Comité ha observado que existen 
diversos modelos en virtud de los cuales las 
prácticas consagradas en los sistemas 
extraoficiales de justicia se pueden armonizar 
con la Convención, a fin de reducir al mínimo 
los conflictos con las leyes y garantizar el 
acceso de la mujer a la justicia. Incluyen la 
promulgación de legislación que defina 
claramente la relación entre los sistemas 
extrajudi ciales de justicia existentes, la 
creación de mecanismos estatales de revisión 
y el reconocimiento y la codificación oficiales 
de los sistemas religiosos, consuetudinarios, 
indígenas, comunitarios y de otro tipo. Se 
requerirán actividades de los Estados partes y 
de agentes no estatales para determinar la 
forma en que los sistemas extrajudiciales de 
justicia pueden trabajar juntos para reforzar 
la protección de los derechos de la mujer. 
 
 
64. El Comité recomienda que, en 
cooperación con entidades no estatales, los 
Estados partes: 

 a) Tomen medidas inmediatas, 
incluidos los programas de 
capacitación y de fomento de la 
capacidad sobre la Convención y los 
derechos de la mujer para el personal 
de los sistemas de justicia, a fin de 
asegurar que los sistemas de justicia 
religiosos, consuetudinarios, 
indígenas y comunitarios armonicen 
sus normas, procedimientos y 
prácticas con los derechos humanos 
estándar consagrados en la 
Convención y otros instrumentos 
internacionales de derechos 
humanos; 
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Recomendación General No. 30 (2013) 

Sobre las mujeres en la prevención de 
conflictos y en situaciones de conflicto y 
posteriores a conflictos 
 
 

57. El Comité recomienda que los Estados 
partes 

b) Aborden los riesgos concretos y las 
necesidades particulares de 
diferentes grupos de desplazadas 
internas y refugiadas que son objeto 
de formas diversas y entrecruzadas 
de discriminación, como las mujeres 
con discapacidad, las mujeres de 
edad, las niñas, las viudas, las mujeres 
cabeza de familia, las mujeres 
embarazadas, las mujeres que viven 
con el VIH/SIDA, las mujeres rurales, 
las mujeres indígenas, las mujeres 
pertenecientes a minorías étnicas, 
nacionales, sexuales o religiosas, y las 
defensoras de los derechos humanos; 
d) Proporcionen protección y 
asistencia a las mujeres y las niñas 
desplazadas internas y refugiadas, en 
particular: amparándolas frente a la 
violencia de género y el matrimonio 
forzado y en la infancia; velando por 
su acceso a los servicios y a la 
atención de la salud en condiciones 
de igualdad y por su participación 
plena en la distribución de 
suministros, así como en el desarrollo 
y la aplicación de programas de 
asistencia que tengan en cuenta sus 
necesidades específicas; 
proporcionando protección frente al 
desplazamiento a las mujeres 
indígenas, rurales y pertenecientes a 
minorías que dependan 
especialmente de la tierra; y 
garantizando la disponibilidad de 
actividades educativas, de 
generación de ingresos y de 
formación profesional; 
 

 

 
Recomendación General No. 27 (2010) 
Sobre las mujeres de edad y la protección 
de sus derechos humanos 
 
 

Motivos concretos de preocupación 
 
13. La discriminación que sufren las mujeres de 
edad con frecuencia es de carácter 
multidimensional, al sumarse la discriminación 
por motivo de edad a la discriminación por 
razón de género, origen étnico, discapacidad, 
grado de pobreza, orientación sexual e 
identidad de género, condición de migrante, 
estado civil y familiar, alfabetismo y otras 
circunstancias. Las mujeres de edad que 
pertenecen a grupos minoritarios, étnicos o 
indígenas, o son desplazadas internas o 
apátridas, suelen ser víctimas de 
discriminación en un grado desproporcionado. 
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Argentina (CEDAW/C/ARG/CO/7), 18 
de noviembre 2016 
 
 
 
Visibilidad de la Convención, el Protocolo 
Facultativo y las recomendaciones generales 
del Comité 
 
9. El Comité recomienda que el Estado parte: 

c) Promueva una mayor conciencia 
entre las mujeres en relación con sus 
derechos y los medios para ejercerlos, 
prestando especial atención a grupos 
específicos, como las mujeres 
indígenas y afrodescendientes, las 
mujeres que viven en zonas rurales y 
remotas, las mujeres con discapacidad 
y las mujeres de edad. 
 

Acceso a la justicia y mecanismos jurídicos de 
denuncia  
 
12. El Comité encomia al Estado parte por la 
creación del Cuerpo de Abogadas y Abogados 
para Víctimas de Violencia de Género en el 
ámbito del Ministerio de 5/20 Justicia y 
Derechos Humanos (Ley 27.210, de noviembre 
de 2015), y acoge con beneplácito la puesta en 
marcha de los Centros de Acceso a Justicia, que 
ofrecen asesoramiento jurídico gratuito, y la 
creación de agencias especializadas en el 
marco del servicio público de asistencia 
jurídica, que atienden las denuncias y buscan 
mecanismos alternativos de solución de 
controversias. No obstante, preocupan al 
Comité las barreras institucionales, 
procedimentales y prácticas que dificultan el 
acceso de las mujeres a la justicia, tales como: 

c) El acceso limitado a la asistencia 
letrada y a intérpretes de lenguas 
indígenas; 
 

 
 
 

 
13. El Comité, en consonancia con su 
recomendación general núm. 33 (2015) sobre 
el acceso de la mujer a la justicia, recomienda 
que el Estado parte: 

d) Garantice que la información sobre 
los recursos jurídicos esté a 
disposición de las mujeres víctimas de 
violencia por razón de género, entre 
otras cosas en idiomas indígenas y en 
formatos accesibles para las mujeres 
con discapacidad 
f) Vele por que el nuevo Cuerpo de 
Abogadas y Abogados para Víctimas 
de Violencia de Género, los Centros de 
Acceso a Justicia y las agencias 
especializadas del servicio público de 
asistencia jurídica proporcionen 
asistencia letrada gratuita a todas las 
mujeres que carezcan de medios 
suficientes en todo el territorio del 
Estado parte y ofrezcan servicios de 
interpretación a las mujeres indígenas 

 
Medidas especiales de carácter temporal 
 
17. El Comité recomienda que el Estado parte:  

a) Adopte y aplique medidas 
especiales de carácter temporal, de 
conformidad con el artículo 4 1) de la 
Convención y su recomendación 
general núm. 25 (2004) sobre el tema, 
a los niveles federal, provincial y 
municipal, con metas y plazos 
concretos para acelerar la igualdad 
sustantiva entre las mujeres y los 
hombres en todos los ámbitos en los 
que las mujeres siguen estando en 
situación de desventaja o 
insuficientemente representadas, en 
particular las mujeres indígenas y 
afrodescendientes, las mujeres 
migrantes, las mujeres de edad y las 
mujeres con discapacidad; 

 
 
 
 

 

3. OBSERVACIONES FINALES DE PAÍSES 
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Violencia por razón de género contra la mujer 
 
21. El Comité recomienda que el Estado parte: 

f) Adopte criterios y directrices para la 
prestación de asistencia letrada, 
psicosocial y económica orientada a 
las víctimas, que reconozca las 
necesidades especiales de las mujeres 
con discapacidad y que sea 
culturalmente apropiada para las 
mujeres indígenas; 

 
Educación  
 
28. El Comité encomia al Estado parte por la 
elevada tasa de alfabetismo (del 98%) entre las 
mujeres y los hombres de más de 15 años de 
edad, y toma nota de las medidas en el marco 
de los programas “Progresar” y “Conectar 
Igualdad”. No obstante, el Comité observa con 
preocupación lo siguiente: 

c) El escaso índice de matriculación y 
las consecuentes elevadas tasas de 
analfabetismo entre las mujeres y las 
niñas indígenas, debido a las 
obligaciones domésticas y de cuidado 
de otras personas a las que tienen que 
hacer frente, su contratación como 
trabajadoras en hoteles o como 
trabajadoras sexuales, y la prioridad 
que se concede a los niños en materia 
de escolarización. 

 
29. El Comité recomienda que el Estado parte: 

d) Adopte y aplique medidas concretas, 
como medidas especiales de carácter 
temporal, de conformidad con el 
artículo 4 1) de la Convención y la 
recomendación general núm. 25 del 
Comité, para acelerar la igualdad de 
acceso de las niñas y las mujeres 
indígenas a todos los niveles de la 
educación, y mejore la infraestructura 
escolar en las zonas rurales y 
apartadas a fin de facilitar el acceso a 
la educación. 

 
 
 
 
 

Mujeres indígenas  
 
40. El Comité observa con preocupación que, 
por su origen étnico y condición social, las 
mujeres indígenas enfrentan formas 
entrecruzadas de discriminación en el Estado 
parte, además de odio racial, violencia, 
pobreza y marginación. En concreto, le 
preocupa lo siguiente: 

a) La falta de reconocimiento y 
protección de la tenencia y la 
titularidad de la tierra de las mujeres 
indígenas, los desalojos forzosos de las 
tierras tradicionales indígenas en 
regiones como Gran Chaco y la 
exclusión de las mujeres indígenas de 
los procesos de toma de decisiones 
relativas al uso de la tierra;  
b) El acceso limitado de las mujeres 
indígenas al agua, incluida el agua 
potable y el saneamiento, debido a la 
falta de infraestructura, en particular 
en comunidades indígenas aisladas, 
como la comunidad wichi de 
Miraflores (Chaco);  
c) Los efectos negativos del uso de 
plaguicidas, fertilizantes y productos 
agroquímicos en la salud de las 
mujeres y las niñas indígenas que son 
contratadas como trabajadoras 
agrícolas;  
d) La falta de mecanismos eficaces de 
consulta y participación en los 
beneficios para garantizar que las 
mujeres indígenas den su 
consentimiento libre, previo e 
informado a los proyectos de 
desarrollo en sus territorios.  

 
41. El Comité recomienda que el Estado parte: 

a) Adopte medidas para reconocer 
oficialmente la tenencia y la titularidad 
de la tierra de las mujeres indígenas, y 
promueva el diálogo a nivel de la 
comunidad destinado a eliminar las 
normas y costumbres discriminatorias 
que limitan los derechos de propiedad 
de la tierra de las mujeres indígenas;  
b) Prevenga los desalojos forzosos de 
las mujeres indígenas fortaleciendo las 
garantías jurídicas y procesales, y 
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asegure que las mujeres indígenas 
participen de forma significativa en los 
procesos de toma de decisiones 
relativos al uso de las tierras indígenas 
tradicionales;  
c) Vele por que las mujeres indígenas 
tengan un acceso adecuado a agua 
potable y asequible para uso personal 
y doméstico, así como para el riego;  
d) Examine las actuales negligencias en 
la tramitación de las denuncias 
presentadas por mujeres indígenas 
ante el Ministerio de Salud sobre el 
uso nocivo de plaguicidas, fertilizantes 
y productos agroquímicos, y garantice 
que esos casos se resuelvan de manera 
oportuna y apropiada, de conformidad 
con la recomendación general núm. 34 
del Comité;  
e) Establezca un mecanismo eficaz de 
consulta y participación en los 
beneficios para garantizar el 
consentimiento libre, previo e 
informado de las mujeres indígenas 
relativo al uso de sus tierras y recursos 
naturales. 
 

 
Bolivia (CEDAW/C/BOL/CO/5-6), 24 de 
julio de 2015 

 
 
 
Marco constitucional y legislative 
 
9. El Comité recomienda que el Estado parte: 

e) Sensibilice a las mujeres sobre sus 
derechos y los medios a su alcance 
para hacerlos efectivos, dirigiéndose a 
grupos específicos de mujeres como 
las mujeres indígenas, las mujeres 
afrobolivianas que viven en zonas 
rurales y alejadas y las mujeres con 
discapacidad, por ejemplo facilitando 
el acceso a información sobre la 
Convención en lenguas indígenas y 
formatos accesibles con los que llegar 
a las mujeres con discapacidad, en 
colaboración con la sociedad civil y los 
medios de comunicación. 

 

Acceso a la justicia y a remedios jurídicos  
 
10. El Comité acoge con satisfacción los 
esfuerzos realizados por el Estado parte para 
ofrecer servicios integrales de justicia 
plurinacional, pero expresa preocupación por: 

a) Las persistentes barreras 
estructurales de la “jurisdicción 
indígena originaria campesina” y el 
sistema de justicia formal que impiden 
que las mujeres accedan a la justicia y 
obtengan reparación, tales como el 
número insuficiente de tribunales en 
el territorio, la escasa información 
sobre derechos y procedimientos 
judiciales disponible en las principales 
lenguas indígenas y el alcance 
reducido de los planes de asistencia 
letrada, habida cuenta de que solo el 
45% de los municipios han establecido 
servicios legales integrales 
municipales; 
 

11. El Comité insta al Estado parte a que:   
a) Acelere la creación de tribunales y 
cortes de justicia que garanticen el 
acceso de las mujeres a la justicia sin 
discriminación en todo el territorio del 
Estado parte, proporcione servicios 
oficiales de interpretación fidedigna a 
las lenguas indígenas en todas las 
actuaciones judiciales y se asegure de 
que las mujeres tengan un acceso 
efectivo a asistencia letrada gratuita 
para reclamar sus derechos; 

 
Mecanismo nacional encargado del adelanto 
de la mujer 
 
13. El Comité recomienda que el Estado parte: 

c) Garantice una participación más 
amplia de las organizaciones de 
mujeres, incluidas las organizaciones 
de mujeres indígenas y afrobolivianas, 
y las mujeres con discapacidad en la 
ejecución del Plan Nacional de 
Igualdad de Oportunidades.  

 
 
 
 



15 
 

Medidas especiales de carácter temporal  
 
14. El Comité toma nota de que el marco 
constitucional y jurídico del Estado parte 
dispone la aplicación de medidas especiales de 
carácter temporal, pero observa con 
preocupación que el Estado parte solo ha 
adoptado dichas medidas en las esferas de la 
participación política y la incorporación de las 
mujeres a las fuerzas armadas. Manifiesta 
también preocupación por la ausencia de 
información estadística sobre los resultados 
alcanzados con la aplicación de cuotas para 
mujeres indígenas y afrobolivianas en la 
educación terciaria.  
 
15. En consonancia con su recomendación 
general núm. 25, sobre medidas especiales de 
carácter temporal, el Comité recomienda al 
Estado parte que: 

c) Evalúe la repercusión que tienen las 
medidas especiales de carácter 
temporal en el acceso de las mujeres 
indígenas y afrobolivianas a la 
educación terciaria.  

 
Estereotipos y prácticas discriminatorias  
 
16. El Comité elogia al Estado parte por su 
reconocimiento de la jurisdicción indígena, 
que no contradice los derechos humanos de la 
mujer, y su percepción de las raíces 
patriarcales de la discriminación contra la 
mujer. No obstante, preocupa al Comité la 
persistencia de estereotipos discriminatorios 
sobre el papel y las responsabilidades de las 
mujeres y los hombres en la familia y en la 
sociedad en general, que perpetúan la 
discriminación contra la mujer en esferas 
como la educación, la salud y el empleo, así 
como la violencia contra la mujer. También 
preocupan al Comité los estereotipos de 
género en los medios de comunicación, en 
particular las caracterizaciones sexistas de las 
mujeres. 
 
17. El Comité recomienda que el Estado parte 
avance en su labor para: 

b) Lograr, mediante un diálogo 
intercultural sustancial, que los 
derechos de las mujeres indígenas 

sean respetados en todos los procesos 
de adopción de decisiones 
relacionados con las leyes y prácticas 
consuetudinarias nocivas que afectan 
a las mujeres 

 
Violencia contra la mujer 
 
19. El Comité recomienda que el Estado parte: 
  

a) Elabore, con carácter prioritario y 
dentro de un plazo específico, una 
estrategia para prevenir la violencia 
contra la mujer, con la participación de 
distintas partes interesadas, incluidos 
altos funcionarios gubernamentales, y 
considerando las situaciones 
especiales de riesgo en que se 
encuentran las mujeres indígenas y 
afrobolivianas, las mujeres con 
discapacidad, las mujeres migrantes y 
refugiadas, y las mujeres privadas de 
libertad; 

 
Trata y explotación de la prostitución  
 
20. El Comité observa con preocupación: 

b) Los casos de trata de mujeres 
indígenas en el interior del país para 
fines de prostitución forzada, en 
particular en las zonas en donde se 
están realizando importantes 
proyectos de desarrollo 

 
21. El Comité insta al Estado parte a que: 

b) Lleve a cabo actividades de 
sensibilización, en particular entre las 
mujeres indígenas de las zonas rurales, 
sobre la trata de seres humanos, los 
métodos empleados por los 
traficantes y las medidas de 
autoprotección; 

 
Participación en la vida política y pública  
 
22. El Comité elogia al Estado parte por las 
leyes progresistas relativas a la participación 
política de la mujer y la protección contra la 
violencia política por razón de género, así 
como por los progresos realizados para 
aumentar la representación de la mujer en la 
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Asamblea Legislativa Plurinacional hasta llegar 
al 53,1% de diputadas y el 47,2% de senadoras. 
Sin embargo, preocupa al Comité la 
representación insuficiente de las mujeres, en 
particular las indígenas, en los puestos 
gubernamentales de alto nivel que entrañan la 
adopción de decisiones, en particular en los 
departamentos y los municipios. También le 
preocupa la escasa representación de las 
mujeres en el poder judicial y el servicio 
exterior del Estado parte. Otro motivo de 
preocupación del Comité es la falta de 
enjuiciamientos y condenas en relación con la 
violencia y el acoso político por razón de 
género. 
 
23. El Comité insta al Estado parte a que:  

a) Adopte medidas especiales de 
carácter temporal, incluidas cuotas 
reglamentarias, con arreglo a lo 
dispuesto en el artículo 4 1) de la 
Convención y la recomendación 
general núm. 25 del Comité, a fin de 
promover la participación de las 
mujeres, en particular las indígenas, 
en condiciones de igualdad, en los 
ámbitos nacional, departamental y 
municipal del Gobierno y en el poder 
judicial, así como la representación 
internacional del Estado Plurinacional 
de Bolivia, en particular en puestos de 
alto nivel que entrañen la adopción de 
decisiones, y vigile los progresos 
alcanzados; 
b) Establezca un programa orientado a 
la lucha contra los estereotipos que 
existen con respecto a la mujer en la 
política creando conciencia sobre la 
importancia de su participación libre e 
igualitaria, en particular de las mujeres 
indígenas, en la vida política; 

 
Educación  
 
24. Si bien reconoce las grandes inversiones 
realizadas por el Estado parte en la esfera de la 
educación, el Comité observa con 
preocupación la falta de datos, desglosados 
por edad, origen étnico y condición social, 
sobre el acceso de las niñas a la educación, en 
particular las tasas de matriculación, 

finalización y abandono de los estudios de las 
niñas en todos los niveles de la enseñanza. 
Estos datos permitirían una evaluación 
sustantiva y permanente de la igualdad y no 
discriminación en la esfera de la educación. 
También preocupa al Comité el hecho de que 
los cursos ofrecidos en las universidades 
indígenas no abarcan adecuadamente el 
multiculturalismo y la diversidad. Otro motivo 
de preocupación del Comité es la tasa de 
abandono del 30% debido a embarazos en la 
adolescencia y la falta de educación sobre la 
salud sexual y reproductiva y los derechos 
conexos en el sistema educativo. El Comité 
toma nota de las medidas adoptadas por el 
Estado parte para acabar con la violencia 
sexual contra las niñas en el sistema educativo. 
 
25. El Comité recomienda que el Estado parte: 

c) Vele por que las mujeres indígenas 
tengan acceso a la educación de 
conformidad con los criterios 
establecidos en la Declaración de las 
Naciones Unidas sobre los Derechos 
de los Pueblos Indígenas (resolución 
61/295 de la Asamblea General) 

 
Salud 
 
28.  El Comité celebra las medidas adoptadas 
por el Estado parte para reforzar la prestación 
de servicios de salud a las mujeres, que incluye 
la prestación de servicios de medicina 
ancestral, pero expresa preocupación por: 

a) Las tasas persistentemente altas de 
mortalidad materna y el acceso 
limitado a las infraestructuras de salud 
para mujeres embarazadas, en 
particular las mujeres indígenas y las 
que viven en las zonas rurales; 

 
29. El Comité recomienda que el Estado parte: 

a) Refuerce las medidas para reducir la 
tasa de mortalidad materna y vele por 
la prestación de servicios obstétricos 
esenciales a las mujeres embarazadas, 
en particular en las zonas rurales y 
alejadas y entre las indígenas y 
afrodescendientes. 
b) Imparta educación escolar 
apropiada a cada edad sobre la salud 
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sexual y reproductiva y los derechos 
conexos y vele por el acceso asequible 
a los servicios y la información sobre 
los derechos sexuales y reproductivos 
de las niñas y los niños adolescentes, 
realice campañas de sensibilización 
sobre los métodos anticonceptivos 
modernos en idiomas indígenas, y 
aumente el acceso a anticonceptivos 
seguros y asequibles en todo el Estado 
parte 

 
Empoderamiento económico de la mujer  
 
30. El Comité elogia al Estado parte por su 
crecimiento económico, la redistribución de la 
riqueza y la erradicación de la pobreza extrema. 
Sin embargo, le preocupa la persistencia de la 
pobreza en los hogares encabezados por 
mujeres y la falta de información sobre los 
efectos concretos de los programas sociales en 
la vida de las mujeres. También está 
preocupado por la falta de medidas que hagan 
a las mujeres indígenas y rurales partícipes de 
los beneficios de la realización de proyectos de 
desarrollo en sus territorios.  
 
31. El Comité recomienda que el Estado parte 
siga fortaleciendo sus programas de lucha 
contra la pobreza. También recomienda que el 
Estado parte establezca planes de crédito y 
financiación accesibles a las mujeres, 
prestando especial atención a las que viven en 
zonas rurales, las mujeres indígenas y 
afrobolivianas, las mujeres con discapacidad y 
las mujeres de edad.  
 
Mujeres indígenas y afrobolivianas  
 
34. El Comité observa con preocupación que 
las mujeres indígenas y afrobolivianas carecen 
de los medios apropiados para expresar su 
consentimiento libre, previo e informado en la 
aprobación de proyectos a gran escala de 
explotación de recursos naturales. También 
preocupan al Comité los múltiples efectos de 
esos proyectos en las condiciones de vida de 
las mujeres. Otro motivo de preocupación es la 
situación de las mujeres guaraníes que 
dependen del trabajo en el sector agrícola y 

ganadero y que no reciben una compensación 
o remuneración.   
 
35. El Comité recomienda que el Estado parte: 

a) Ponga en marcha procedimientos 
adecuados de consulta para obtener el 
consentimiento libre, previo e 
informado de las mujeres indígenas y 
afrobolivianas en la adopción de 
decisiones para la autorización de 
proyectos a gran escala de explotación 
de recursos naturales en sus tierras 
ancestrales; 
b) Adopte medidas que aseguren que 
las empresas que ejecutan proyectos 
de explotación de recursos naturales 
paguen una indemnización suficiente a 
las mujeres que viven en zonas y 
territorios afectados por esos 
proyectos; y 
c) Adopte medidas para prohibir y 
desalentar todas las formas de trabajo 
en condiciones de esclavitud que 
afectan a las mujeres guaraníes. 

 
Matrimonio y relaciones familiares  
 
38. El Comité acoge con satisfacción la Ley núm. 
603, aprobada en 2014 a fin de promulgar el 
nuevo Código de las Familias y del Proceso 
Familiar, que armoniza la legislación en 
materia de familia con la Convención, 
reconociendo distintos tipos de familias. Sin 
embargo, preocupan al Comité las dificultades 
para aplicarla, en particular la edad mínima 
fijada en 18 años para contraer matrimonio en 
el caso de las mujeres y los hombres, y la falta 
de información sobre las campañas de 
sensibilización y difusión dirigidas a las 
mujeres, en particular en idiomas indígenas, 
en relación con el principio de igualdad entre 
mujeres y hombres en el matrimonio y las 
relaciones familiares y en casos de su 
disolución. Otro motivo de preocupación es la 
falta de información sobre las leyes y las 
prácticas consuetudinarias en materia de 
sucesiones y las medidas encaminadas a que 
las leyes consuetudinarias protejan el acceso 
de la mujer a la herencia, incluida la de la tierra, 
así como sobre las medidas adoptadas para 
garantizar que el trabajo doméstico no 
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remunerado se reconozca dentro de la 
distribución de la propiedad conyugal. 
 
 

Brasil (CEDAW/C/BRA/CO/7, 22 de marzo 
de 2012 
 
 
 
Marco constitucional 
 
12. El Comité observa con preocupación que 
el artículo 7 (párrafo único) de la Constitución 
discrimina a los trabajadores domésticos al 
otorgarles solo 9 de los 34 derechos 
consagrados en ella y otorgados a otras 
categorías de trabajadores. Le preocupa el 
impacto negativo de esta disposición en el 
avance hacia la eliminación de la 
discriminación contra la mujer, ya que las 
mujeres representan la gran mayoría de este 
grupo en el país, en particular las mujeres y 
las niñas afrodescendientes, que a menudo 
sufren múltiples formas de discriminación. 
 
13.  El Comité recomienda al Estado parte 
que: 

b) Adopte un marco legislativo y 
normativo para proteger los 
derechos de los trabajadores 
domésticos, en particular de las 
mujeres afrodescendientes; y 
c) Adopte las medidas adecuadas 
para garantizar la igualdad sustantiva 
de las trabajadoras domésticas y 
eliminar las múltiples formas de 
discriminación contra las 
trabajadoras domésticas 
afrodescendientes. 

 
Medidas especiales de carácter temporal 
 
16. El Comité agradece que el Estado parte 
haya adoptado medidas especiales de 
carácter temporal destinadas en gran medida 
a lograr la igualdad entre su población, como 
cuotas basadas en la raza y la etnia para 
aumentar el número de estudiantes 
afrodescendientes e indígenas matriculados 
en programas de educación superior, por 
ejemplo, los relacionados con la ciencia y la 

tecnología. Aun cuando las mujeres se 
beneficien de estas medidas, el Comité está 
preocupado por la falta de una evaluación 
específica de su impacto sobre ellas para 
evaluar la aportación efectiva de esas 
medidas al fomento de la igualdad sustantiva 
de la mujer. También le preocupa la aparente 
ineficacia en el uso de medidas especiales de 
carácter temporal dirigidas a diferentes 
grupos de mujeres. 
17. El Comité recomienda al Estado parte que 
realice esfuerzos adicionales para mejorar la 
comprensión del concepto de medidas 
especiales de carácter temporal y su 
utilización, conforme al artículo 4 1) de la 
Convención y la Recomendación general Nº 
25 (2004), como parte de una estrategia 
necesaria para el logro de la igualdad 
sustantiva de la mujer, en particular de las 
mujeres con discapacidad, las 
afrodescendientes, las indígenas y las que 
viven en zonas rurales, en esferas como la 
participación política, la salud, la educación y 
el empleo. 
 
Participación en la vida política y pública 
 
23. El Comité insta al Estado parte a que: 

b) Adopte y aplique medidas 
especiales de carácter temporal, de 
conformidad con el artículo 4, párrafo 
1, de la Convención y la 
Recomendación general Nº 25 (2004) 
del Comité, a fin de acelerar la 
participación plena e igualitaria de la 
mujer en la vida pública y política, en 
particular con respecto a los grupos 
desfavorecidos de mujeres, como las 
mujeres afrodescendientes e 
indígenas y las mujeres con 
discapacidad. 

 
Empleo 
 
26. El Comité toma nota de la creación, en 
2008, de la Comisión de Igualdad de 
Oportunidades de Género, Raza, Etnia y 
Personas con Discapacidad y de Lucha contra 
la Discriminación por parte del Ministerio de 
Trabajo y Empleo. Sin embargo, observa con 
preocupación que, pese a la mayor 
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participación de la mujer en el mercado de 
trabajo, alcanzar la igualdad entre hombres y 
mujeres en el ámbito laboral sigue siendo un 
problema en el Estado parte. Le preocupa que 
la brecha salarial entre hombres y mujeres 
oscile entre el 17% y el 40% dependiendo de 
la raza, la etnia y la educación de las mujeres. 
También le preocupa que los estereotipos 
relacionados con el género y la raza 
contribuyan a la segregación de mujeres 
afrodescendientes e indígenas en los empleos 
de menor calidad. Le preocupa además la 
falta de información acerca de las medidas 
para proteger a las mujeres contra el acoso 
sexual en el lugar de trabajo, así como por la 
persistencia de la explotación de las mujeres 
y los niños en el servicio doméstico. 
 
Mujeres detenidas 
 
32. El Comité expresa su preocupación por el 
aumento significativo del número de mujeres 
y niñas que se encuentran en prisión en el 
Estado parte. Toma nota de que un gran 
número de ellas han sido encarceladas por 
cometer delitos relacionados con el 
narcotráfico, en particular por haber 
transportado drogas (como "mulas") a 
petición de sus parejas. Preocupan también al 
Comité las precarias condiciones y el 
hacinamiento en algunos centros de 
detención; las dificultades a que hacen frente 
las reclusas en cuanto al acceso a la justicia, 
incluida la falta de servicios de interpretación 
para las mujeres indígenas; el aumento de las 
denuncias de violencia sexual en las cárceles; 
y la falta de instalaciones y servicios 
adecuados de salud para las reclusas, 
especialmente las embarazadas. 
 
33. El Comité insta al Estado parte a que: 

b) Resuelva la situación de las 
mujeres y las niñas detenidas 
mediante el desarrollo de políticas, 
estrategias y programas integrales 
que tengan en cuenta las cuestiones 
de género destinados a facilitar su 
acceso a la justicia y asegurar el 
cumplimiento de las garantías de un 
juicio imparcial, en particular para las 
mujeres indígenas; y ofreciendo 

programas de enseñanza, 
reasentamiento y rehabilitación para 
las mujeres y las niñas; 

 
 
 

Chile (CEDAW/C/CHL/CO/5-6), 12 
noviembre de 2013 
 
 
Aspectos positivos 
 
6. El Comité celebra que, en el período 
transcurrido desde el examen del informe 
anterior, el Estado parte se haya adherido o 
haya ratificado los siguientes instrumentos 
internacionales y regionales: 

d) El Convenio Nº 169 (1989) de la 
Organización Internacional del 
Trabajo sobre pueblos indígenas y 
tribales en países independientes 
(2008); 

 
Medidas especiales de carácter temporal 
 
15. El Comité exhorta al Estado parte a que 
considere la posibilidad de aplicar medidas 
especiales de carácter temporal, de 
conformidad con el artículo 4, párrafo 1, de la 
Convención y la Recomendación general Nº 
25 (2004) del Comité, como estrategia 
necesaria para acelerar el logro de la igualdad 
sustantiva en todos los ámbitos de la 
Convención, en particular en la esfera política 
y pública, en la que las mujeres están 
insuficientemente representadas, así como 
en la educación y en el empleo, ámbitos estos 
a los que tienen un acceso limitado los 
migrantes e indígenas. 
 
Estereotipos 
 
16. Si bien celebra la reciente legislación en la 
que se establece el permiso posnatal parental 
en el caso del hombre (Ley Nº 20545), el 
Comité sigue preocupando por la persistencia 
de estereotipos tradicionales en relación con 
las funciones y responsabilidades de las 
mujeres y los hombres en la familia y la 
sociedad, que refuerzan el papel tradicional 
de la mujer como madre y esposa, lo que 
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sigue afectando a sus posibilidades 
educativas y profesionales. Además, 
preocupa profundamente al Comité el hecho 
de que, tal como reconoció la delegación 
durante el diálogo, haya ciertos grupos de 
mujeres que son objeto de múltiples formas 
de discriminación y violencia en razón de su 
orientación sexual, su identidad de género, su 
origen indígena o el hecho de ser 
seropositivas. 
 
Violencia contra la mujer 
 
21. El Comité insta al Estado parte a que: 

b) Establezca una estrategia y un plan 
de acción generales para impedir y 
eliminar todas las formas de violencia 
contra la mujer, con inclusión de las 
comunidades mapuches y otras 
comunidades indígenas, así como un 
mecanismo institucional eficaz para 
coordinar, supervisar y evaluar la 
eficacia de las medidas adoptadas. 
e) Vele por que todas las formas de 
violencia a que den lugar acciones u 
omisiones de agentes estatales de 
todos los niveles, incluida la policía, o 
resultantes de tales acciones u 
omisiones, sean sistemática y 
debidamente investigadas, se 
procese efectivamente a los 
culpables, se impongan a estos 
condenas y medidas disciplinarias 
adecuadas y se proporcione a las 
víctimas, especialmente a las mujeres 
indígenas, reparaciones o 
indemnizaciones; 
f) Refuerce su sistema judicial para 
garantizar que las mujeres, 
particularmente las de grupos 
desfavorecidos, como las mujeres 
indígenas, tengan acceso efectivo a la 
justicia. 

 
Participación en la vida política y pública 
 
24. Si bien elogia la labor del Estado parte 
para reforzar el liderazgo político de la mujer 
mediante el establecimiento del Programa 
"600 mujeres líderes para Chile", preocupa al 
Comité el escaso número de mujeres que hay 

en el Gobierno, en ambas Cámaras del 
Parlamento, en el servicio diplomático, en la 
judicatura y en el desempeño de las funciones 
de alcaldes y concejales. El Comité lamenta 
que la persistencia de actitudes y 
estereotipos patriarcales y la falta de medidas 
especiales de carácter temporal sigan 
obstaculizando la participación de las 
mujeres, incluidas las mujeres indígenas, en el 
Parlamento y los cargos de responsabilidad a 
nivel estatal y municipal. Además, el Comité 
reitera su preocupación por el hecho de que 
el sistema electoral binominal resulte 
desfavorable para la representación política 
de la mujer (CEDAW/C/CHI/CO/4, párr. 14). 
 
25. El Comité exhorta al Estado parte a que: 

b) Intensifique los esfuerzos para 
aumentar la participación de la mujer 
en la vida pública en los planos 
nacional y municipal, lo que incluye la 
organización de campañas de 
sensibilización dirigidas también a las 
mujeres indígenas, el ofrecimiento de 
incentivos a los partidos políticos 
para que designen un número igual 
de mujeres y hombres en las 
candidaturas y la financiación 
adecuada de las campañas de las 
mujeres que sean candidatas; 

 
Educación 
 
28. El Comité celebra las medidas legislativas 
e institucionales adoptadas por el Estado 
parte para alentar a las adolescentes 
embarazadas a que sigan asistiendo a la 
escuela, en particular la imposición de una 
sanción a las escuelas que excluyan a las 
estudiantes por estar embarazadas, la 
inclusión de la educación sexual en la escuela 
secundaria y el establecimiento de la Mesa de 
Protección Social del Embarazo Adolescente. 
No obstante, el Comité está profundamente 
preocupado por el creciente número de 
embarazos de adolescentes, que da lugar a 
elevadas tasas de abandono escolar; la 
persistencia de expulsiones de las escuelas en 
razón del embarazo y el escaso número de 
denuncias presentadas por ello, que pone de 
manifiesto la escasa sensibilización al 
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respecto de las estudiantes embarazadas; la 
falta de una educación sexual sistemática en 
los programas de estudios de las escuelas; y la 
persistencia de prejuicios basados en 
estereotipos en el contenido docente de 2 de 
los 7 programas de educación sexual 
existentes. Preocupan también al Comité las 
elevadas tasas de analfabetismo entre las 
mujeres de las zonas rurales y las mujeres 
indígenas. 
 
29. El Comité recomienda el Estado parte que: 

d) Intensifique los esfuerzos para 
establecer programas especialmente 
destinados a erradicar el 
analfabetismo entre las mujeres de 
las zonas rurales y las mujeres 
indígenas y para establecer un 
sistema de igualdad de 
oportunidades en la educación para 
las niñas de las zonas rurales y las 
niñas indígenas. 
 

Empleo 
 
32. Si bien observa los esfuerzos realizados 
por el Estado parte para ofrecer formación a 
mujeres en ámbitos en que tradicionalmente 
ha predominado el hombre, el Comité sigue 
preocupado por la baja participación de la 
mujer en el mercado de trabajo, 
especialmente en el caso de las mujeres 
migrantes y las mujeres indígenas, por la 
persistencia de diferencias salariales entre las 
mujeres y los hombres y por el hecho de que 
el Estado parte no haya incluido el principio 
de igualdad de remuneración por un trabajo 
de igual valor en la Ley Nº 20348 (2009) sobre 
el derecho a la igualdad en las 
remuneraciones, de conformidad con las 
normas de la OIT. Aunque observa que en la 
Ley Nº 20348 se establece un mecanismo de 
presentación de denuncias, el Comité está 
particularmente preocupado por el reducido 
número de denuncias interpuestas. 
 
33. El Comité recomienda al Estado parte que: 

c) Intensifique los esfuerzos para 
establecer medidas y programas 
encaminados a mejorar la situación 
de la mujer en el mercado laboral, lo 

que incluye la integración de las 
mujeres migrantes e indígenas. 
 

Grupos desfavorecidos de mujeres 
 
42. El Comité lamenta la falta de información 
detallada acerca de grupos desfavorecidos de 
mujeres, como las migrantes, las mujeres 
rurales, las indígenas y otras mujeres que se 
enfrentan a múltiples formas de 
discriminación. 
 
43. Se invita al Estado parte a que facilite 
información y datos estadísticos completos, 
en su próximo informe periódico, acerca de la 
situación de los grupos desfavorecidos de 
mujeres, en particular las mujeres migrantes, 
de las zonas rurales e indígenas. 
 

 
Colombia (CEDAW/CC/COL/CO/7-8), 29 

de octubre de 2013 
 
 
 
Estereotipos y prácticas nocivas  
 
13. El Comité está preocupado por la 
persistencia de las actitudes patriarcales y los 
estereotipos profundamente arraigados 
respecto de las funciones y responsabilidades 
de la mujer y el hombre en la familia y en la 
sociedad en el Estado parte. Observa que tales 
actitudes y estereotipos constituyen un 
obstáculo importante a la aplicación de la 
Convención, ya que son las causas básicas de la 
situación de desventaja de la mujer en la vida 
política y pública, especialmente en los 
puestos decisorios y los cargos electos, así 
como en el mercado de trabajo; de la 
prevalencia de la violencia contra la mujer; y 
de la segregación de género que se refleja en 
las oportunidades educacionales de las 
mujeres y las niñas. También está preocupado 
porque el Estado parte no ha adoptado 
medidas sistemáticas, suficientes y sostenidas 
para eliminar los estereotipos, en particular los 
que afectan a las mujeres indígenas y 
afrocolombianas. Al Comité le inquieta 
además la práctica de la mutilación genital 
femenina en algunas comunidades indígenas, 
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como la comunidad emberá, así como la 
tolerancia de esta práctica por el Estado parte 
y el hecho de que no esté prohibida por ley. 
 
14. El Comité recomienda al Estado parte que: 

b) Difunda los principios de la no 
discriminación y la igualdad de género 
mediante su cooperación con la 
sociedad civil y las organizaciones de 
mujeres, los partidos políticos, los 
profesionales de la educación, el 
sector privado y los medios de 
comunicación, para darlos a conocer a 
la opinión pública y a grupos 
específicos, como los responsables de 
la adopción de decisiones, los 
empleadores y los jóvenes, con vistas 
a reforzar una imagen positiva y no 
estereotipada de la mujer indígena y 
afrocolombiana; y  
c) Despliegue esfuerzos conjuntos con 
las autoridades indígenas para 
eliminar la mutilación genital 
femenina, entre otras cosas creando 
conciencia sobre sus efectos nocivos 
para las niñas y las mujeres y velando 
por que se apliquen las decisiones 
adoptadas por el Consejo Regional de 
Risaralda respecto de esa práctica; y 
prohíba la mutilación genital femenina 
en su legislación. 

Violencia contra la mujer 
 
16. El Comité recomienda al Estado parte 
que: 

c) Se asegure de que el mecanismo 
de seguimiento de la Ley núm. 
1257 (2008) vigile y evalúe 
efectivamente la aplicación de la 
ley y su marco reglamentario y 
garantice la participación de las 
organizaciones de defensa de los 
derechos de la mujer, incluidas las 
mujeres indígenas y 
afrocolombianas 
 
 
 
 

Violencia de género relacionada con el 
conflicto 

 
17. El Comité toma nota de los esfuerzos 
desplegados por el Estado parte para 
combatir la violencia sexual y de género 
relacionada con el conflicto, como la 
promulgación de la Ley núm. 1448 (2011). 
También observa las medidas tomadas por 
la Fiscalía General para mejorar la 
metodología de investigación y 
tratamiento de las víctimas de esos delitos. 
Sin embargo, expresa su grave 
preocupación por la prevalencia de la 
violencia sexual contra las mujeres y las 
niñas, incluida la violación, cometida por 
todas las partes involucradas en el 
conflicto armado, incluidos los grupos 
armados surgidos después de la 
desmovilización. Al Comité le preocupan 
los numerosos casos no denunciados y la 
impunidad que reina con respecto a la 
investigación, el enjuiciamiento y el 
castigo de los autores de actos de violencia 
sexual contra mujeres y niñas en el 
contexto del conflicto, lo cual contribuye a 
que las víctimas no confíen en la respuesta 
del Estado. A este respecto, le preocupan 
en particular:  

a) La falta de medidas adecuadas 
de protección de las mujeres 
víctimas de la violencia de género, 
incluida la violencia sexual, así 
como de los testigos, sus familias y 
sus comunidades, y la falta 
también de un sistema específico y 
eficaz de protección de las mujeres 
indígenas y afrocolombianas que 
son víctimas de violencia; 
 

18. El Comité recomienda al Estado parte 
que: 

d) Brinde a las mujeres y niñas que 
sean víctimas de violencia sexual y 
de género relacionada con el 
conflicto un entorno de seguridad 
y confianza en la etapa previa a la 
instrucción y durante esta, así 
como durante el juicio y después 
de este, reforzando las medidas de 
protección de esas personas y 

http://undocs.org/sp/S/RES/1257(2008)
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aplicando un enfoque diferenciado 
e integral que tenga en cuenta las 
necesidades específicas de las 
mujeres indígenas y 
afrocolombianas 
 

Participación en la vida política y pública  
 
21. El Comité acoge complacido la 
aprobación de la Ley núm. 1475 (2011), 
por la que se establece un cupo del 30% 
para las mujeres en las listas electorales de 
los partidos políticos. Sin embargo, está 
preocupado al constatar que su aplicación 
no se traduce en un aumento del número 
de mujeres electas debido a las 
ineficiencias en la composición de las listas 
electorales. Al Comité le preocupa además 
la persistencia de la baja representación 
de las mujeres en el Congreso (menos del 
18%) y la falta de representación de las 
mujeres afrocolombianas en esa instancia. 
Lamenta que, pese a la asignación de 
escaños para los pueblos indígenas en el 
Congreso, las mujeres indígenas no estén 
representadas en él. Toma nota del 
cumplimiento del cupo del 30% para la 
representación de las mujeres en el 
Ejecutivo, pero observa con preocupación 
la baja representación de las mujeres en 
los niveles decisorios altos de otras 
instituciones gubernamentales y el poder 
judicial. 
 
22. El Comité recomienda al Estado parte 
que: 

b) Promueva la participación 
política de las mujeres indígenas y 
afrocolombianas a fin de asegurar 
su representación en el Congreso, 
por ejemplo aprobando medidas 
especiales de carácter temporal  

 
Mujeres rurales, indígenas y 
afrocolombianas 

 
31. Al Comité le preocupa la 
discriminación persistente que sufren las 
mujeres rurales, indígenas y 
afrocolombianas. Está profundamente 
preocupado porque los efectos 

desproporcionados del conflicto armado, 
junto con la repercusión negativa de los 
megaproyectos agrícolas y mineros, sobre 
estos grupos de mujeres están agravando 
la discriminación, las desigualdades y la 
pobreza imperantes que vienen sufriendo 
desde hace tiempo. Al Comité le 
preocupan en particular: 

a) Las múltiples barreras que 
afrontan las mujeres en relación 
con el acceso a la restitución de 
tierras en el marco de la Ley núm. 
1448 (2011), entre otras, las 
barreras institucionales, 
procesales y sociales, así como la 
falta de soluciones sostenibles 
para las mujeres cuyas tierras les 
han sido devueltas o aquellas que 
reclaman sus tierras;  
b) Las amenazas y la violencia, en 
particular la violencia sexual, por 
parte de grupos armados, incluidos 
los grupos armados surgidos 
después de la desmovilización, a 
que se enfrentan las mujeres 
cuando los intereses de inversión 
de terceros se oponen a sus 
exigencias de restitución de 
tierras, lo que da lugar al 
desplazamiento forzado de las 
mujeres y sus familias; y 
c) La falta de una actuación 
institucional eficaz y coordinada 
para responder a los riesgos 
específicos a que se ven expuestas 
las mujeres y las niñas desplazadas 
internas, así como el hecho de que 
la violencia de género, en 
particular la violencia sexual, sea 
una de las causas del 
desplazamiento forzado.  
 

32. El Comité recomienda al Estado parte 
que: 

a) Plasme en medidas prácticas el 
requisito legal de tener en cuenta 
un enfoque diferenciado en 
función del género para atender 
las necesidades específicas de las 
mujeres víctimas, con vistas a 
eliminar los diversos obstáculos 
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con que tropiezan durante el 
proceso de restitución de tierras; y 
aumente la capacidad de los 
funcionarios públicos, los 
funcionarios judiciales y los 
profesionales de la salud 
encargados de hacer cumplir la Ley 
núm. 1448 (2011), con el fin de 
identificar mejor las necesidades 
de las mujeres víctimas;  
b) Asegure la aplicación efectiva 
del auto 092 (2008) de la Corte 
Constitucional sobre la situación 
de las mujeres desplazadas 
internas, en particular los 13 
programas dirigidos a responder a 
las necesidades y los riesgos 
específicos a que se enfrenta este 
grupo de mujeres;  
c) Adopte medidas de protección 
eficaces para las mujeres que son 
víctimas de amenazas y de 
violencia por parte de grupos 
armados, incluidos los grupos 
armados surgidos después de la 
desmovilización, en relación con la 
restitución de tierras;  
d) Reconozca plenamente el 
vínculo existente entre la violencia 
de género, incluida la violencia 
sexual, y el desplazamiento 
forzado, y garantice la 
investigación y el enjuiciamiento 
sin dilación de los autores, 
incluidos los grupos armados 
surgidos después de la 
desmovilización; y  
e) Busque soluciones sostenibles 
para las mujeres cuyas tierras les 
han sido restituidas que, entre 
otras cosas, incorporen el derecho 
de las mujeres a tener acceso a 
recursos productivos, tales como 
semillas, el agua y el crédito, e 
impulsen su capacidad para 
ganarse la vida y producir sus 
propios alimentos; garantice que la 
protección de esos derechos 
prevalezca sobre los intereses 
lucrativos de terceros involucrados 
en megaproyectos agrícolas y 

mineros, entre otros medios, 
promoviendo las asociaciones de 
colaboración entre los sectores 
público y privado; y garantice que 
se ofrezca una compensación 
adecuada en caso de que las tierras 
hayan sido requisadas.  
 

33. El Comité está preocupado por:  
a) La falta de información concisa 
respecto a la aplicación de la Ley 
núm. 731 (2002) sobre las mujeres 
rurales, en particular la realización 
de un censo rural, y la falta de 
políticas y programas encaminados 
a promover la situación de estas 
mujeres, se hayan visto afectadas o 
no por el conflicto armado, y de 
obtención de resultados;  
b) La ausencia de protocolos 
adecuados que garanticen la 
participación de las mujeres 
indígenas y afrocolombianas en los 
procesos de adopción de 
decisiones que afectan a sus 
derechos económicos, sociales y 
culturales, como los relacionados 
con la realización de 
megaproyectos de desarrollo en 
sus territorios;  
c) El acceso insuficiente de las 
mujeres indígenas y 
afrocolombianas a servicios de 
atención de la salud, la educación y 
oportunidades de empleo en las 
zonas urbanas y rurales; y  
d) La falta de respuestas adecuadas 
a las exigencias de las mujeres 
indígenas por parte de los 
mecanismos de justicia indígena y 
del sistema de justicia formal, así 
como la persistencia de obstáculos 
para su acceso efectivo a la justicia 
formal, como por ejemplo la 
ausencia de servicios de 
interpretación en los procesos 
judiciales. 
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34. El Comité recomienda al Estado parte 
que: 

a) Realice un censo rural, de 
conformidad con la Ley núm. 731 
(2002), en el que incluya 
indicadores que faciliten la 
elaboración de una evaluación de 
la situación de las mujeres rurales; 
y establezca políticas y programas 
eficaces para promover el adelanto 
de las mujeres rurales;  
b) Adopte medidas apropiadas 
para garantizar a las mujeres 
indígenas y afrocolombianas su 
derecho a la consulta previa, de 
conformidad con las normas 
internacionales, con respecto, 
entre otras cosas, a la realización 
de megaproyectos de desarrollo; y 
promueva su mayor participación 
política a nivel nacional y dentro de 
sus comunidades;  
c) Elabore políticas amplias que 
tengan en cuenta las cuestiones de 
género en favor de los pueblos 
indígenas y de los 
afrocolombianos, encaminadas a 
hacer frente de manera efectiva a 
la discriminación que sufren; y 
garantice que las mujeres 
indígenas y afrocolombianas 
tengan acceso suficiente a 
servicios de atención de la salud, la 
educación y oportunidades de 
empleo; y  
d) Adopte medidas para garantizar 
a las mujeres indígenas un acceso 
adecuado a la justicia, tanto dentro 
de los mecanismos de justicia 
indígena como dentro del sistema 
de justicia formal; y sensibilice a las 
autoridades indígenas, los fiscales 
y los jueces acerca de la 
importancia de hacer frente a las 
violaciones de los derechos de la 
mujer.  

 
 
 
 
 

 

Costa Rica (CEDAW/C/CRI/CO/7), 24 de 
julio de 2017 
 
 
El acceso a la justicia y a los recursos 
jurídicos 
 
8. El Comité toma nota de que mecanismos 
como los recursos de amparo permiten a las 
mujeres reivindicar la protección de sus 
derechos y acoge con beneplácito el 
establecimiento de centros de resolución 
alterna del conflicto que ofrecen servicios 
gratuitos. Sin embargo, observa con 
preocupación: 

d) Las barreras al acceso a la justicia 
para las mujeres indígenas, 
afrodescendientes, refugiadas y 
solicitantes de asilo, así como para 
las mujeres con discapacidad, y la 
falta de información sobre los 
recursos de que disponen para 
denunciar las formas 
interrelacionadas de 
discriminación. 
 

9.  El Comité, en consonancia con su 
recomendación general núm. 33 (2015)  
sobre el acceso de la mujer a la justicia,  
recomienda que el Estado parte: 

d) Diseñe una estrategia, con 
indicadores destinados a garantizar 
el acceso a la justicia de las mujeres 
indígenas, afrodescendientes, 
refugiadas y solicitantes de asilo, así 
como de las mujeres con 
discapacidad, que aborde las 
barreras lingüísticas y establezca y 
difunda información sobre recursos 
y procedimientos legales eficaces 
que permitan a las mujeres 
reclamar sus derechos. 

 
Medidas especiales de carácter temporal 
 
12. El Comité observa con preocupación la 
escasa información relativa al uso de 
medidas especiales de carácter temporal  
destinadas a lograr la igualdad sustantiva 
de las mujeres indígenas, 
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afrodescendientes, migrantes, refugiadas y 
solicitantes de asilo, las mujeres que 
ejercen de cabeza de familia y las mujeres 
con discapacidad que se enfrentan a formas 
interrelacionadas de discriminación. 
 
13. El Comité recuerda sus observaciones 
finales anteriores (CEDAW/C/CRI/CO/5- 6, 
párr. 17) y recomienda al Estado parte que: 

b) Aliente la adopción de medidas 
especiales de carácter temporal a 
nivel local para hacer frente a las 
formas interrelacionadas de 
discriminación contra las mujeres 
indígenas, afrodescendientes, 
migrantes, refugiadas y solicitantes 
de asilo, las mujeres que ejercen de 
cabeza de familia y las mujeres con 
discapacidad. 
 

Educación 
 
26. El Comité elogia los logros del Estado 
parte en la educación (la tasa de 
alfabetización entre las mujeres adultas en 
Costa Rica es del 97,71% y entre las jóvenes 
del 99,43%). También toma nota del 
Programa de Educación para la Afectividad 
y la Sexualidad Integral del Estado parte, 
que incluye un módulo sobre la salud 
reproductiva para enseñantes y 
estudiantes. Sin embargo, observa con 
preocupación: 

a) La falta de información 
desglosada por edad, origen étnico 
y condición socioeconómica sobre 
el acceso de las niñas a la 
educación, en particular su tasa de 
matriculación, terminación de 
estudios y abandono escolar a todos 
los niveles, y sobre una educación 
bilingüe y culturalmente apropiada 
para las mujeres y niñas indígenas; 
 

27. El Comité recomienda al Estado parte 
que: 

a) Establezca una estrategia e 
indicadores y plazos cuantificables 
para la evaluación de los progresos 
realizados en lo que respecta a la 
matriculación de las niñas y se 

asegure de que las mujeres 
indígenas tengan acceso a una 
educación bilingüe y culturalmente 
apropiada; 

 
Salud 

 
30. El Comité toma nota con preocupación 
de: 

d) Las denuncias de actos de 
violencia obstétrica cometidos en el 
contexto de la prestación de 
servicios de atención al parto, en 
particular la practicada contra 
mujeres indígenas a las que se 
obliga a seguir protocolos 
incompatibles con sus tradiciones 
culturales; 

 
 
Prestaciones económicas y sociales y 
empoderamiento económico de la mujer 

 
32. El Comité toma nota de las medidas 
adoptadas por el Estado parte para 
promover la iniciativa empresarial de la 
mujer y la concesión de préstamos y otras 
formas de crédito financiero a las mujeres. 
No obstante, observa con preocupación 
que no se ha indicado si se consultó a las 
organizaciones de mujeres en los procesos 
de elaboración y aplicación de estrategias 
nacionales para el logro de los Objetivos de 
Desarrollo Sostenible. También preocupa al 
Comité el limitado alcance de los 
programas sociales, incluidos los planes de 
protección social, dirigidos a las mujeres 
que viven en la pobreza, las mujeres 
migrantes y refugiadas, las mujeres 
indígenas y afrodescendientes y las mujeres 
con discapacidad. 
 
33. El Comité recomienda al Estado parte 
que: 

b) Incremente la asignación de 
recursos destinada a aumentar el 
acceso de las mujeres a los 
microcréditos, préstamos y otras 
formas de crédito financiero a fin de 
promover su iniciativa empresarial y 
empoderarlas económicamente, 
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centrando la atención en las 
mujeres indígenas, 
afrodescendientes, migrantes y 
refugiadas, así como en las mujeres 
con discapacidad, y ofrezca a las 
mujeres oportunidades de fomento 
de la capacidad para mejorar sus 
competencias de gestión. 

 
Mujeres indígenas y afrodescendientes 

 
36. El Comité observa con preocupación 
que no se respeta el principio del 
consentimiento libre, previo e informado ni 
se consulta a las mujeres indígenas y 
afrodescendientes en el contexto de los 
proyectos de desarrollo que afectan a sus 
derechos colectivos a la propiedad de la 
tierra. Considera preocupantes asimismo 
las consecuencias de los desalojos forzosos 
de las mujeres indígenas y 
afrodescendientes de las tierras 
tradicionalmente ocupadas o utilizadas por 
ellas y las expropiaciones de esas tierras por 
agentes privados no estatales. 
 
37. El Comité recomienda al Estado parte 
que: 

a) Adopte medidas firmes contra la 
expropiación de las tierras 
tradicionalmente ocupadas o 
utilizadas por las mujeres indígenas 
y afrodescendientes y contra los 
desalojos forzosos de esas mujeres, 
refuerce las garantías jurídicas y 
procesales destinadas a protegerlas 
y vele por la participación 
significativa de esas mujeres en los 
procesos de adopción de decisiones 
en relación con el uso de las tierras 
indígenas tradicionales;  
b) Establezca y utilice mecanismos 
eficaces de consulta para obtener el 
consentimiento libre, previo e 
informado de las mujeres indígenas 
y asegurar la distribución de los 
beneficios en el contexto de los 
proyectos de desarrollo y de otros 
usos de sus tierras y recursos 
naturales, y evalúe y atenúe las 
consecuencias que entrañan para 

los derechos de las mujeres 
indígenas y afrodescendientes la 
creación de zonas protegidas y la 
aprobación de políticas públicas 
ambientales. 

 
Formas interrelacionadas de 
discriminación y recopilación de datos 
 
40. El Comité expresa su preocupación por 
la insuficiencia de legislación y políticas 
públicas para hacer frente a las formas 
múltiples de discriminación que padecen 
las mujeres indígenas, afrodescendientes, 
migrantes, solicitantes y refugiadas, las 
mujeres con discapacidad, las mujeres de 
edad y las mujeres lesbianas, bisexuales, 
transgénero e intersexuales, y la escasa 
información desglosada sobre ellas. 
 
 
 

Ecuador (CEDAW/C/ECU/CO/8-9), 10 de 
marzo de 2015 
 
 
Legislación sobre la discriminación contra 
la mujer 

 
10. El Comité acoge favorablemente la 
adopción del Código Orgánico Integral  
Penal, en el que se específica que el 
femicidio (art. 146) y la discriminación por 
motivos de sexo, identidad de género, 
orientación sexual y otros motivos (art. 
176) constituyen una conducta delictiva. 
Celebra también el amplio marco 
legislativo y normativo del Estado parte 
para la eliminación de la discriminación 
contra la mujer. No obstante, el Comité 
manifiesta las siguientes preocupaciones: 

b) La discriminación de facto e 
intersectorial que sufren las 
mujeres indígenas, 
afroecuatorianas y montubias, 
mujeres con discapacidad, mujeres 
migrantes, mujeres solicitantes de 
asilo y mujeres refugiadas, y la 
limitada información desglosada 
por sexo, etnia y condición social  
sobre los efectos de la legislación y 



28 
 

las políticas en la situación de las 
mujeres. 
 

Acceso a la justicia y a mecanismos 
jurídicos de denuncia 

 
12. El Comité toma nota de la información 
facilitada por la delegación del Estado 
parte durante el diálogo sobre la 
aplicación de un acuerdo entre las ramas 
del Gobierno para facilitar el acceso a la 
justicia en las zonas rurales. No obstante, 
el Comité observa con preocupación que 
las unidades judiciales especializadas 
encargadas de hacer cumplir las 
disposiciones jurídicas relativas a la 
violencia contra la mujer no abarcan todas 
las zonas del Estado parte. El Comité 
observa también con preocupación que 
varios factores limitan el acceso de la 
mujer a la justicia, en particular la ausencia 
de procedimientos que incorporen la 
perspectiva de género, la estigmatización 
de las mujeres que incoan casos ante los 
tribunales y la limitada capacitación de los 
agentes de policía. Toma nota de los 
obstáculos con que se encuentran las 
mujeres indígenas para obtener acceso a 
los sistemas de justicia tanto ordinaria 
como tradicional y de la ausencia de 
información sobre los procedimientos de 
reparación e indemnización disponibles. 

 
Medidas especiales de carácter temporal 

 
16. El Comité acoge favorablemente las 
disposiciones constitucionales y 
legislativas adoptadas por el Estado parte 
para acelerar la igualdad entre hombres y 
mujeres en los ámbitos de la participación 
política y económica. En cambio, le 
preocupa la limitada aplicación de esas 
disposiciones en el plano local. Observa 
con preocupación la ausencia de 
información sobre la adopción de medidas  
especiales de carácter temporal  
destinadas a reducir la discriminación 
contra las mujeres indígenas, 
afroecuatorianas y montubias, las mujeres 
migrantes y las mujeres con discapacidad. 
 

17. El Comité recomienda al Estado parte 
que: 

b) Distingan en sus políticas y 
programas entre las políticas 
sociales y económicas generales 
que también benefician a las 
mujeres y las medidas especiales 
de carácter temporal previstas en 
el artículo 4 1) de la Convención, 
que son necesarias para acelerar el 
logro de la igualdad sustantiva de 
mujeres y hombres, como aclara el 
Comité en su recomendación 
general núm. 25 sobre esta 
materia, y apliquen esas medidas 
con objetivos y calendarios 
concretos para acelerar el logro de 
la igualdad de género sustantiva de 
grupos desfavorecidos de mujeres, 
como las mujeres indígenas, 
afroecuatorianas y montubias, las 
mujeres migrantes y las mujeres 
con discapacidad en ámbitos como 
la participación política, la 
educación, el empleo y la salud. 

 
Participación en la vida pública y política 
 
24. El Comité encomia al Estado parte por 
haber adoptado un sistema de paridad 
entre los géneros y alternabilidad de 
candidatos y candidatas en las listas 
electorales para elecciones 
pluripersonales. Sin embargo, observa con 
preocupación que la representación de la 
mujer en las elecciones unipersonales y en 
los órganos políticos locales sigue siendo 
limitada, especialmente en el caso de las 
mujeres indígenas y afroecuatorianas. 
 
25. El Comité recomienda que el Estado 
parte: 

b) Aplique medidas especiales y 
temporales para aumentar la 
participación de las mujeres 
indígenas y afroecuatorianas en la 
vida pública, entre otras cosas 
fijando cuotas obligatorias e 
impartiendo formación específica 
sobre la participación en la vida 
pública. 



29 
 

 
Educación 
 
28. El Comité toma nota de que ha 
aumentado en el Estado parte la matrícula 
de niñas, especialmente en el ciclo 
primario de la enseñanza. Sin embargo, 
observa con preocupación: 

a) El acceso limitado a la educación 
de las mujeres indígenas y 
afroecuatorianas y la baja calidad 
de la enseñanza en todos los ciclos 
en las zonas rurales, que limita las 
posibilidades de las mujeres de 
esas zonas de pasar a la enseñanza 
superior; 
b) Las reducidas posibilidades de 
las mujeres y niñas indígenas de 
asistir a sus propias instituciones 
educacionales, así como al sistema 
educacional ordinario en razón de 
las distancias a que se encuentran 
las escuelas (Escuelas del milenio) 
de las comunidades indígenas, y 
los discursos públicos en los que se 
resta importancia y trascendencia 
a la educación para las 
comunidades indígenas. 
 

29.  El Comité insta al Estado parte a que: 
a) Aumente la calidad de la 
enseñanza en las zonas rurales, 
proporcione transporte escolar 
gratuito a las mujeres y las niñas de 
zonas rurales y remotas y 
promueva el acceso de la mujer 
rural a la educación facilitando su 
matrícula en escuelas secundarias 
e instituciones terciarias; y 
b) Se asegure de que las mujeres y 
niñas indígenas tengan 
posibilidades suficientes de recibir 
instrucción en sus propios idiomas 
en instituciones educacionales 
indígenas y, a esos efectos, asigne 
en el presupuesto fondos 
suficientes y se asegure de que las 
que hayan asistido a una 
institución educacional indígena 
puedan asistir a instituciones no 

indígenas en todos los ciclos de la 
enseñanza. 
 

Salud 
 
32. El Comité toma nota de los numerosos 
esfuerzos realizados por el Estado parte 
para mejorar la situación sanitaria de su 
población y observa con preocupación: 

e) Los obstáculos con que 
tropiezan las mujeres indígenas, 
afroecuatorianas y montubias para 
que los servicios de salud atiendan 
sus necesidades y respeten sus 
ideas sobre la salud, incluida la 
práctica de las mujeres indígenas 
del “parto vertical”. 

 
Las mujeres indígenas, afroecuatorianas y 
montubias 
 
38. El Comité observa con preocupación 
que no hay información acerca de las 
medidas adoptadas por el Estado parte 
para proteger a las mujeres indígenas, 
afroecuatorianas y montubias en el 
contexto de proyectos en gran escala de 
explotación de recursos naturales. En 
particular, le preocupa que a menudo no 
se dé participación a las mujeres 
pertenecientes a esos grupos en los 
procesos de adopción de decisiones y no 
siempre se recabe su consentimiento libre, 
previo e informado a ellos, a pesar de la 
repercusión que tienen los proyectos de 
esa índole en sus condiciones de vida.  
 
39. El Comité insta al Estado parte a que 
consulte sistemáticamente a las mujeres 
indígenas, afroecuatorianas y montubias y 
recabe su consentimiento libre, previo e 
informado a los procesos de adopción de 
decisiones relativas a proyectos en gran 
escala de explotación de recursos 
naturales que hayan de tener efectos en 
sus derechos e intereses legítimos. El 
Estado parte debería además proporcionar 
vivienda alternativa y medios de vida 
adecuados a las mujeres afectadas y 
asegurarse de que las empresas públicas y 
privadas que ejecuten proyectos de 
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explotación de recursos naturales paguen 
una indemnización suficiente a las mujeres 
que viven en territorios y zonas en que 
tengan lugar esos proyectos. 
 
 

El Salvador (CEDAW/C/SLV/CO/8-9), 3 
marzo de 2017 
 
 
Temporary special measures 
 
19. The Committee recommends that the State 
party continue to take concrete measures, 
including temporary special measures, in 
accordance with General Recommendation No 
25, and to establish concrete goals and 
timetables in order to accelerate the increase 
in the representation of women in all spheres 
of public life, especially in local decision 
making positions, and in high levels of 
diplomatic services. Particular attention 
should be paid to participation of indigenous 
women. 
 
Indigenous women 
 
44. The Committee welcomes the 2014 
amendment to the Constitution, recognizing 
the existence of indigenous populations and 
takes note of the development of a draft Law 
on Indigenous Peoples and a National Plan for 
Indigenous Peoples. The Committee is, 
however, concerned at the lack of data on the 
situation of indigenous women. 
 
43. The Committee recommends that the State 
party expedite the adoption of the Law on 
Indigenous Peoples, ensure a gender-
perspective in the National Plan for Indigenous 
Peoples and introduce the category of 
indigenous peoples for the planned 2017 
census. 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

Guatemala (CEDAW/C/GUA/CO/7), 12 de 
febrero de 2009 
 
 
Introducción 

3. El Comité felicita al Estado parte por su 
delegación de alto nivel encabezada por la 
Ministra de la Secretaría Presidencial de la 
Mujer, que incluía a representantes de la Corte 
Suprema, el Instituto de Defensa Pública Penal, 
la Coordinadora Nacional de Prevención de la 
Violencia Intrafamiliar y contra la Mujer, la 
Comisión Presidencial de Derechos Humanos, 
la Defensoría de la Mujer Indígena, el Comité 
Beijing Guatemala y la Misión Permanente de 
Guatemala en Ginebra. El Comité valora 
positivamente el diálogo abierto y constructivo 
que se entabló entre sus miembros y la 
delegación. 

Aspectos positivos 

6. El Comité acoge asimismo con satisfacción el 
fortalecimiento de la Secretaría Presidencial 
de la Mujer, la Defensoría de la Mujer Indígena 
y la Coordinadora Nacional de Prevención de la 
Violencia Intrafamiliar y contra la Mujer 
mediante la asignación de nuevos recursos 
humanos y financieros. 
 
Resonancia de la Convención y el Protocolo 
Facultativo 
 
11. Si bien observa con reconocimiento que los 
tratados internacionales priman sobre la 
legislación interna y pueden hacerse valer 
directamente en los tribunales nacionales, al 
Comité le sigue preocupando que no se haya 
promulgado aún una prohibición de todas las 
formas de discriminación de la mujer con 
arreglo al artículo 1 y al apartado b) del artículo 
2 de la Convención, incluidas sanciones por 
dicha discriminación. Preocupa asimismo al 
Comité el insuficiente conocimiento de las 
disposiciones de la Convención y su Protocolo 
Facultativo por el público en general, incluso 
entre los profesionales del derecho, como lo 
demuestra el limitado uso hecho de ellas por 
los abogados y la judicatura. Al Comité 
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también le preocupa el escaso conocimiento 
que tienen las mujeres de sus derechos, en 
particular las mujeres indígenas y de las zonas 
rurales, las trabajadoras domésticas y las 
mujeres que trabajan en la industria 
maquiladora y las empresas agroindustriales. 
 
Mecanismo nacional para el adelanto de la 
mujer 
 
17. A la vez que reconoce la importante labor 
realizada por la Coordinadora Nacional de 
Prevención de la Violencia Intrafamiliar y 
contra la Mujer para erradicar esos tipos de 
violencia y por la Defensoría de la Mujer 
Indígena para proteger y promover los 
derechos de las mujeres indígenas, así como la 
función clave de la Secretaría Presidencial de la 
Mujer en su calidad de máxima instancia 
nacional para el adelanto de la mujer y órgano 
rector del poder ejecutivo en la promoción de 
las políticas públicas de igualdad entre los 
géneros e igualdad en general, preocupa al 
Comité la deficiente coordinación de la labor 
de esos órganos y la posible superposición de 
sus funciones. 
 
Educación 
 
27. Aunque acoge con satisfacción la 
introducción de la enseñanza gratuita y los 
intentos por alentar la educación bilingüe y 
multicultural, preocupa al Comité el 
considerable nivel de analfabetismo entre las 
mujeres indígenas y de las zonas rurales, así 
como las dificultades para acceder a las 
escuelas y la deficiente calidad de la enseñanza, 
especialmente en las zonas rurales. Preocupa 
asimismo al Comité la falta de información 
facilitada por el Estado parte sobre la 
enseñanza y la capacitación profesionales para 
niñas y mujeres en profesiones 
tradicionalmente ejercidas por los hombres. 
 
28. El Comité insta al Estado parte a que siga 
adoptando medidas proactivas para reducir la 
tasa de analfabetismo de las mujeres indígenas 
y continúe impartiendo educación, académica 
y no académica, a todas las mujeres y niñas, 
especialmente en las zonas rurales. El Comité 
recomienda al Estado parte que acelere el 

proceso de formación de personal docente 
bilingüe y la ampliación de la enseñanza 
bilingüe a todas las comunidades indígenas. 
 
Pobreza y empoderamiento económico 
 
33. El Comité reconoce el empeño del Estado 
parte por iniciar y apoyar proyectos 
comunitarios que promuevan el 
empoderamiento económico de la mujer, pero 
sigue estando preocupado por los efectos y la 
sostenibilidad de esos programas y por la 
persistencia de altos niveles de pobreza y 
exclusión social entre las mujeres, 
especialmente en las zonas rurales. Preocupan 
también al Comité los problemas de acceso a 
la tierra para la mujer en general y para las 
mujeres pertenecientes a comunidades 
indígenas en particular, ya que pueden ser 
desplazadas a causa de nuevos planes de 
desarrollo económico. 
 
Salud 
 
36. El Comité recomienda que el Estado parte 
aumente la cobertura y accesibilidad de los 
servicios médicos para las mujeres, 
especialmente en las zonas rurales, y fomente 
la formación de los profesionales de la salud, 
incluidas comadronas, en las zonas rurales y las 
comunidades indígenas. El Comité recomienda 
al Estado parte que adopte y aplique medidas 
eficaces, en particular revisando la legislación 
que tipifica el aborto como delito, con objeto 
de prevenir abortos practicados en 
condiciones peligrosas y su repercusión en la 
salud de las mujeres y la mortalidad materna. 
El Comité pide al Estado parte que proporcione 
información sobre la existencia de una política 
de salud integral para las mujeres, incluidas 
instalaciones para la detección del cáncer, y los 
servicios disponibles para las mujeres con 
problemas de salud mental. 
 
Mujeres indígenas o pertenecientes a otras 
minorías 
 
41. Si bien acoge favorablemente las diversas 
iniciativas emprendidas por el Estado parte 
para mejorar la condición de las mujeres 
indígenas, preocupa al Comité la precaria 
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situación de éstas y la falta de información 
proporcionada por el Estado parte sobre las 
mujeres de los pueblos maya, xinca y garifuna, 
que sufren una discriminación múltiple e 
intersectorial por razón de su sexo, origen 
étnico y situación social. 
 
42. El Comité alienta al Estado parte a adoptar 
medidas concretas y específicas, así como con 
criterios de evaluación y plazos precisos, para 
acelerar la mejora de las condiciones de las 
mujeres indígenas en todos los ámbitos de la 
vida. Exhorta al Estado parte a que vele por 
que las mujeres de los pueblos maya, xinca y 
garifuna tengan pleno acceso a la tierra, la 
educación y los servicios de salud y puedan 
participar plenamente en los procesos de 
adopción de decisiones. 
 
 

 
Honduras (CEDAW/C/HND/CO/7-8) 25 de 

noviembre de 2016 
 
 
Medidas especiales de carácter temporal 
 
18. El Comité observa con preocupación 
que la información facilitada por el Estado 
parte indica una falta de comprensión 
adecuada de la naturaleza, el alcance y la 
necesidad de medidas especiales de 
carácter temporal encaminadas a acelerar 
la igualdad sustantiva entre el hombre y la 
mujer, de conformidad con el artículo 4, 
párrafo 1, de la Convención. También le 
preocupa la ausencia de medidas 
especiales de carácter temporal en esferas 
distintas de las cuotas electorales, en 
particular para hacer frente a las formas 
concomitantes de discriminación de que 
son víctimas las mujeres de las 
comunidades indígenas y las comunidades 
afrodescendientes o de las zonas rurales, o 
las mujeres con discapacidad. 
 
Medidas especiales de carácter temporal 
 
19. De conformidad con su recomendación 
general núm. 25 (2004) sobre medidas 
especiales de carácter temporal, el Comité 

recomienda al Estado parte que tome 
medidas concretas, incluidas medidas 
especiales de carácter temporal de 
conformidad con el artículo 4, párrafo 1, de 
la Convención, para acelerar la igualdad 
sustantiva de la mujer y el hombre, 
especialmente en relación con las mujeres 
de las comunidades indígenas o 
afrodescendientes, las mujeres rurales o 
las mujeres con discapacidad, en particular 
en la vida política y en los ámbitos de la 
salud, la educación, la formación 
profesional y el empleo. 
 
Trata y explotación de la prostitución  
 
24. El Comité celebra la creación de la 
Comisión Interinstitucional contra la 
Explotación Sexual Comercial y Trata de 
Personas, pero sigue preocupado por la 
elevada incidencia de casos de trata, 
especialmente de mujeres y niñas, con 
fines de explotación sexual. Observa con 
inquietud que las mujeres y las niñas de las 
zonas rurales y las pertenecientes a las 
comunidades indígenas y 
afrodescendientes corren un alto riesgo de 
ser víctimas de trata para la explotación 
sexual o el trabajo forzoso. Además, 
preocupan al Comité: 
 
Defensoras de los derechos humanos  
 
28. Preocupan al Comité: a) Las medidas 
cada vez más represivas, las agresiones, la 
violencia sexual, el acoso, la intimidación, 
las represalias y las campañas de 
difamación contra las defensoras de los 
derechos humanos, especialmente en el 
ámbito de los proyectos de 
aprovechamiento de tierras, la promoción 
de la protección del medio ambiente y la 
defensa de los derechos humanos de las 
mujeres pertenecientes a comunidades 
indígenas y comunidades 
afrodescendientes; 
 
Nacionalidad  
 
30. El Comité encomia al Estado parte por 
su ley sobre la nacionalidad y su labor para 
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inscribir los nacimientos en el registro, 
pero expresa inquietud por las 
persistentes barreras con las que se topa 
dicho registro, especialmente en las zonas 
rurales y en las comunidades indígenas y 
afrodescendientes. También preocupa al  
Comité que no se facilite información 
sobre las medidas adoptadas para 
asegurarse de que los niños de las zonas 
fronterizas y los que se encuentran en una 
situación migratoria, incluidos los niños no 
acompañados que participan en 
programas de retorno, tengan acceso al  
registro del nacimiento y a documentos 
personales. Le preocupa igualmente la 
falta de información sobre la supervisión 
de los procesos de retorno y reintegración 
de los niños migrantes y sus consecuencias 
en la reunificación familiar. 
 
31. El Comité recomienda al Estado parte 
que vele por que se inscriban en el registro 
todos los nacimientos que se produzcan en 
el Estado parte, también en las zonas 
rurales y en las comunidades indígenas y 
afrodescendientes. Le recomienda 
asimismo que se asegure de que todos los 
niños que nazcan en situaciones 
excepcionales, como en un contexto de 
migración o en zonas fronterizas, sean 
inscritos en el Registro Nacional de las 
Personas y se les proporcionen 
documentos personales. Recomienda 
igualmente al Estado parte que incorpore 
una perspectiva de género en los 
mecanismos de supervisión de los 
procesos de retorno de los niños migrantes 
y sus consecuencias en la reunificación 
familiar. 
 
Educación  
 
32. El Comité acoge con satisfacción la 
labor realizada para mejorar el acceso de 
las niñas y las mujeres a una educación 
intercultural bilingüe, pero expresa 
inquietud por las insuficientes medidas 
adoptadas para garantizar el acceso de 
todas las niñas a la educación y mejorar la 
calidad de esta. También le preocupa el 
hecho de que las tasas de analfabetismo y 

de abandono escolar en la enseñanza 
secundaria de las niñas de zonas rurales y 
alejadas y de las comunidades indígenas y 
afrodescendientes sigan siendo 
desproporcionalmente altas comparadas 
con las del resto de la población, debido 
frecuentemente a la pobreza, los 
embarazos y matrimonios precoces y el 
trabajo infantil. Preocupa igualmente al 
Comité la elevada incidencia de actos de 
violencia sexual y acoso cometidos contra 
niñas en su trayecto hacia y desde la 
escuela, y observa la ausencia de un 
mecanismo de denuncia efectivo. Además, 
observa con inquietud el limitado 
componente de educación sobre salud 
sexual y reproductiva integrada de los 
programas escolares. También le preocupa 
la falta de información sobre el acceso a la 
educación, incluida la educación ordinaria, 
de las niñas con discapacidad. 
 
33. El Comité recomienda al Estado parte 
que:  

a) Vele por que las niñas de zonas 
rurales y alejadas, así como de 
comunidades indígenas y 
afrodescendientes, tengan acceso 
en pie de igualdad a una educación, 
tanto primaria como secundaria, de 
calidad; 

 
VIH/SIDA  
 
38. El Comité acoge con satisfacción el Plan 
Estratégico Nacional de Respuesta al VIH y 
Sida en Honduras 2015-2019, pero sigue 
preocupado por las elevadas tasas de 
infección por el VIH entre las mujeres, y 
por el hecho de que las leyes y políticas 
existentes para combatir la enfermedad 
carezcan de una perspectiva de género. 
Inquieta asimismo al Comité que se siga 
estigmatizando a las personas que viven 
con el VIH/SIDA, lo que afecta 
principalmente a las mujeres y en 
particular a las embarazadas, las que 
ejercen la prostitución y las 
afrodescendientes. 
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Prestaciones económicas y sociales y 
empoderamiento económico de la mujer  
 
40. El Comité toma conocimiento de los 
diversos planes y programas adoptados 
para promover el desarrollo social. Sin 
embargo, está preocupado por el alto 
grado de desigualdad en la sociedad 
hondureña, que es un impedimento para 
la realización de los derechos humanos de 
la mujer. El Comité lamenta la falta de 
información sobre los efectos que tienen 
los diversos programas de protección 
social en la vida de las mujeres, ya que la 
mayor parte de la información se desglosa 
por familia, así como sobre las medidas 
adoptadas para garantizar el acceso a 
estos programas por los grupos más 
marginados de mujeres, incluidas las 
mujeres indígenas y afrodescendientes. Le 
preocupa que el enfoque fragmentario que 
se aplica al desarrollo y la protección 
sociales y a los programas de reducción de 
la pobreza no haya sido eficaz para el 
empoderamiento económico sostenible de 
las mujeres.  
 
41. El Comité recomienda al Estado parte 
que descentralice y garantice el acceso a 
programas de protección social y otros 
programas encaminados al 
empoderamiento económico de las 
mujeres que más lo necesitan, en 
particular en las zonas rurales y remotas y 
entre las comunidades indígenas y 
afrodescendientes. También recomienda 
que se adopte un enfoque más sistemático 
y basado en los derechos sobre la 
protección social y los programas de 
reducción de la pobreza y que el Estado 
parte establezca un sistema para la 
recopilación adecuada de datos 
desglosados y análisis de género sobre los 
efectos de los programas de protección 
social en el disfrute de los derechos 
humanos de las mujeres. 
 
Mujeres Rurales 
 
42. El Comité observa los esfuerzos 
realizados en relación con el registro 

conjunto optativo de tierras pero expresa 
preocupación por la persistencia de la 
discriminación contra las mujeres rurales, 
en particular las mujeres indígenas y las 
mujeres de ascendencia africana, y:  

a) Las numerosas barreras para el 
acceso de las mujeres a la tierra y 
la protección de sus recursos 
naturales, en particular debido a la 
falta de consultas con las mujeres 
rurales acerca de proyectos de 
desarrollo en gran escala, 
proyectos turísticos, 
agroindustriales e hidroeléctricos 
ejecutados por inversores 
extranjeros y empresas privadas, 
así como los efectos adversos del 
cambio climático en las mujeres, 
como las graves sequías, la pérdida 
de cultivos y la escasez de agua y 
alimentos; 
 b) Los efectos negativos que 
tienen en el control de las mujeres 
sobre la tierra y los recursos 
naturales los proyectos 
empresariales y de desarrollo que 
producen desplazamientos 
internos de mujeres y niñas, 
desalojos forzosos, explo tación 
laboral, graves problemas de salud, 
abuso y violencia sexuales, y trata;  
c) La intimidación de las mujeres 
rurales, incluidas las dirigentes 
campesinas y comunitarias que 
participan en manifestaciones 
pacíficas para proteger sus tierras y 
la penalización de sus actividades;  
d) Las denuncias de casos en que 
los recursos, incluidos los 
programas de asistencia 
alimentaria de emergencia y apoyo 
social, han sido desviados por la 
corrupción y se han subordinado a 
fines políticos en lugar de 
beneficiar a los destinatarios 
 

43. De conformidad con el artículo 14 de la 
Convención y la recomendación general 
núm. 34 (2016) sobre los derechos de las 
mujeres rurales, el Comité recomienda al 
Estado parte que:  
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a) Cumpla con lo dispuesto en el 
Convenio sobre Pueblos Indígenas 
y Tribales, 1989 (núm. 169) de la 
OIT y solicite el consentimiento 
libre e informado mediante la 
celebración de consultas con los 
pueblos indígenas y garantice que 
se beneficien de las actividades 
extractivas y los proyectos de 
desarrollo en sus tierras, e incluya 
a las mujeres como participantes 
activas en la formulación y 
aplicación de políticas y planes de 
acción nacionales sobre el cambio 
climático, la respuesta en casos de 
desastre y la reducción del riesgo; 
amplíe y facilite el acceso de las 
mujeres rurales a la propiedad de 
la tierra, en particular mediante la 
inscripción obligatoria de las 
tierras a nombre de ambos 
cónyuges y la fijación de metas 
para la emisión de títulos 
conjuntos; e incluya una 
perspectiva de género explícita en 
las políticas, los programas y las 
iniciativas nacionales para 
fomentar las actividades agrícolas, 
en particular para las mujeres 
indígenas y afrodescendientes; 
 
 

 

Mexico (CEDAW/C/MEX/CO/7-8), 7 de 
agosto 2012 
 
 
Introducción 
 
3. El Comité encomia al Estado parte por su 
nutrida delegación, encabezada por María del 
Rocío García Gaytán, Presidenta del Instituto 
Nacional de las Mujeres, y que incluía a 
representantes de diversos ministerios, el 
Tribunal Supremo Nacional, la Procuraduría 
General de la República, el Tribunal Electoral 
del Poder Judicial de la Federación, el 
Instituto Federal Electoral, el Consejo 
Nacional para Prevenir la Discriminación, la 
Comisión Nacional para el Desarrollo de los 
Pueblos Indígenas y parlamentarias. El Comité 

agradece el diálogo constructivo que 
mantuvieron la delegación y los miembros del 
Comité. 
 
Participación en la vida política y pública 

 
22. El Comité observa que el Estado parte ha 
logrado enormes avances hacia el objetivo de 
que la mujer participe en pie de igualdad con 
el hombre en la vida política a nivel federal. 
Sin embargo, le preocupan las lagunas 
existentes en los marcos jurídicos electorales 
en los planos federal y estatal, ya que podrían 
ocasionar el incumplimiento del sistema de 
cupos de género establecido para propiciar la 
inscripción de candidatos en una proporción 
de 40:60, y el hecho de que ese sistema no se 
haya incorporado aún en la legislación 
electoral de todos los Estados. Otro motivo de 
preocupación es el bajo número de mujeres 
indígenas que participan en la vida política del 
Estado parte. 
 
23. El Comité recomienda al Estado parte que: 

b) Elimine los obstáculos que impiden 
que las mujeres, en particular las 
indígenas, participen en la vida 
política de sus comunidades, 
inclusive realizando campañas de 
concienciación orientadas a ampliar 
la participación de la mujer en la vida 
política en los planos estatal y 
municipal;  
c) Se asegure de que los partidos 
políticos cumplan con su obligación 
de asignar el 2% de los fondos 
públicos recaudados a la promoción 
del liderazgo político de las mujeres, 
en particular las mujeres indígenas en 
el plano municipal. 

 
Las mujeres indígenas de las zonas rurales
  
34. El Comité observa que la Convención 
ha sido traducida a 10 idiomas indígenas. 
Observa también que se han establecido 
centros de mujeres indígenas para 
prevenir y tratar la violencia y promover la 
salud y los derechos sexuales y 
reproductivos de las mujeres indígenas. 
Sin embargo, sigue siendo motivo de 
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preocupación el alto nivel de pobreza, el 
analfabetismo y las múltiples formas de 
discriminación contra la mujer indígena de 
las zonas rurales, en particular en Chiapas, 
Guerrero y Oaxaca. Preocupan también al  
Comité las prácticas rurales nocivas que 
forman parte de los sistemas jurídicos 
indígenas basados en la asignación a 
hombres y mujeres de papeles 
estereotipados en función del género, 
como el “precio de la novia”, y que 
perpetúan la discriminación contra las 
mujeres y niñas indígenas. Otro motivo de 
preocupación es la falta de acceso de las 
mujeres indígenas de las zonas rurales a las 
tierras, la propiedad y la justicia. Preocupa 
también al Comité la información de que la 
política de seguridad pública adoptada por 
el Estado parte para luchar contra la 
delincuencia organizada ha afectado 
negativamente a las mujeres indígenas de 
las zonas rurales, ya que ahora sufren más 
violencia, incluido el feminicidio, a manos 
de las fuerzas de seguridad. 
 
35. El Comité reitera sus recomendaciones 
anteriores y exhorta al Estado parte a que:  

a) Se asegure de que todos los 
programas y políticas destinados a 
eliminar la pobreza incluyan una 
perspectiva de género y un 
enfoque intercultural, a fin de 
eliminar la discriminación contra 
las mujeres indígenas de las zonas 
rurales;  
b) Adopte medidas especiales de 
carácter temporal para tener en 
cuenta las disparidades que 
enfrentan las mujeres indígenas de 
las zonas rurales en su acceso a las 
tierras y la propiedad, y a los 
servicios sociales básicos, como la 
educación y la salud, así como su 
participación en los procesos de 
adopción de decisiones;  
c) Elabore una estrategia general  
orientada a eliminar las prácticas 
nocivas que discriminen contra las 
mujeres indígenas de las zonas  
rurales, en particular realizando 
campañas de concienciación 

dirigidas a las comunidades 
indígenas en colaboración con la 
sociedad civil y las organizaciones 
de mujeres a fin de reforzar una 
imagen positiva y no estereotipada 
de la mujer;  
d) Adopte todas las medidas 
necesarias para asegurar la 
aplicación efectiva de las leyes 
pertinentes a fin de prevenir la 
violencia contra las mujeres 
indígenas, investigar, enjuiciar y 
sancionar a los culpables de actos 
de violencia contra las mujeres 
indígenas y garantizar que las 
víctimas tengan un acceso efectivo 
y rápido a la justicia, inclusive 
mecanismos de reparación;  
e) Adopte las medidas apropiadas 
para que los miembros de las 
fuerzas armadas y los agentes del 
orden público que prestan servicio 
en las comunidades de los pueblos 
indígenas o cerca de ellas respeten 
los derechos humanos de las 
mujeres indígenas. 
 

 

Nicaragua (CEDAW/C/NIC/CO/6), 20 
febrero 2007  
 
 
Principales esferas de preocupación 
 
17. El Comité expresa su preocupación por 
el hecho de que en el Estado Parte no se 
reconozcan ni protejan suficientemente la 
salud reproductiva de la mujer y sus 
derechos en la materia, especialmente 
entre las mujeres pobres, las que viven en 
zonas rurales, las indígenas y las de 
ascendencia africana. El Comité observa 
también con preocupación el elevado 
índice de embarazos entre las 
adolescentes, las carencias en materia de 
servicios de planificación de la familia y la 
falta de programas de educación sexual 
adaptados a cada edad y de información 
sobre la salud sexual y reproductiva. El  
Comité observa asimismo con 
preocupación la elevada tasa de 
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mortalidad materna, en particular el 
número de defunciones a causa de abortos 
practicados ilegalmente o en condiciones  
peligrosas. El Comité observa además con 
preocupación las gestiones realizadas 
recientemente por el Estado Parte para 
tipificar como delito el aborto terapéutico, 
lo que puede dar lugar a que más mujeres 
recurran a abortos ilegales practicados en 
condiciones peligrosas, con los 
consiguientes riesgos para su vida y su 
salud, y para imponer sanciones severas a 
las mujeres que se sometan a abortos 
ilegales, así como a los profesionales de la 
salud que proporcionen asistencia médica 
para tratar las complicaciones derivadas 
de abortos practicados en condiciones 
peligrosas. 
 
19. El Comité, si bien toma nota de las 
medidas adoptadas para combatir la 
violencia contra la mujer y la niña y 
mejorar el acceso de la mujer a la justicia,  
sigue observando con preocupación la 
prevalencia de todas las formas de 
violencia contra la mujer y la niña y la falta 
de concienciación social y de condena de 
este tipo de violencia en el país. El Comité 
observa con preocupación que no se hace 
cumplir la ley ni se enjuicia o castiga a los 
agresores, y que las mujeres no tienen 
acceso a la justicia en los casos de 
violencia, especialmente las mujeres y las 
niñas de zonas pobres y rurales, las 
mujeres indígenas y las mujeres de 
ascendencia africana. El Comité observa 
también con preocupación la falta de datos 
estadísticos sobre la violencia contra la 
mujer y la falta de medios dispuestos para 
evaluar la eficacia de las medidas 
adoptadas para hacer frente a la violencia 
contra la mujer. 
 
20. El Comité insta al Estado Parte a que 
preste atención prioritaria a la adopción de 
una estrategia amplia e integrada para 
hacer frente a la violencia contra la mujer 
y la niña, teniendo en cuenta la 
recomendación general 19 del Comité 
relativa a la violencia contra la mujer. El  
Comité exhorta al Estado Parte a que 
adopte medidas concretas de prevención, 
que aplique y haga cumplir plena y 
sistemáticamente las leyes relativas a la 

violencia contra la mujer y que enjuicie de 
manera eficaz a los agresores y los castigue 
debidamente. El Comité insta al Estado 
Parte a que se cerciore de que todas las 
mujeres que hayan sido víctimas de la 
violencia, incluidas las mujeres pobres, de 
zonas rurales, indígenas y de ascendencia 
africana, tienen acceso a medios 
inmediatos de reparación, protección, 
apoyo y asistencia jurídica. El Comité insta 
también al Estado Parte a que establezca, 
en un plazo determinado, un sistema para 
la reunión periódica de datos estadísticos 
sobre la violencia contra la mujer, 
desglosados por tipo de violencia y por la 
relación del agresor con la víctima. 
Asimismo, el Comité exhorta al Estado 
Parte a que realice estudios sobre la 
prevalencia, las causas y las consecuencias 
de todas las formas de violencia contra la 
mujer, incluida la violencia doméstica y 
sexual, que sirvan de base para 
intervenciones integrales y concretas. El  
Comité recomienda además que se 
organicen actividades de capacitación 
permanente sobre cuestiones de género 
destinadas a los funcionarios públicos y 
actividades de concienciación para la 
población en general sobre la violencia 
contra la mujer, en particular la violencia 
doméstica, y la inaceptabilidad de este 
tipo de violencia en todas sus formas, 
incluso en los medios de comunicación. El  
Comité pide al Estado Parte que, en su 
próximo informe periódico, incluya 
información sobre las medidas adoptadas 
y sus consecuencias. 
 
26. El Comité alienta al Estado Parte a 
intensificar su vigilancia de los progresos, 
por lo que respecta a las mujeres y las 
niñas, en la aplicación de sus políticas y 
programas educativos. Recomienda al  
Estado Parte que adopte medidas para 
asegurar el acceso de las niñas y las 
jóvenes en condiciones de igualdad a 
todos los niveles de la educación, y para 
que las niñas no abandonen la escuela. 
Asimismo, le recomienda que haga todo lo 
posible por mejorar el nivel de 
alfabetización de las niñas y las mujeres, 
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en particular las indígenas, las pobres, las 
que viven en el medio rural y las de 
ascendencia africana, entre otras cosas 
mediante la asignación de recursos  
suficientes para programas integrales, 
dentro y fuera del marco escolar, y la 
educación y la capacitación de adultos, e 
invita al Estado Parte, en caso necesario, a 
solicitar asistencia internacional para el 
desarrollo y la supervisión de esa labor. 
Pide al Estado que incluya en su próximo 
informe periódico datos, incluyendo un 
desglose por sexo y las tendencias a lo 
largo del tiempo, sobre la educación de las 
niñas y las mujeres y sobre la repercusión 
de las medidas adoptadas en ese ámbito. 
 
25. Al Comité le preocupa la situación de 
las mujeres indígenas y de ascendencia 
africana, así como las múltiples formas de 
discriminación a las que se enfrentan, que 
limitan el disfrute efectivo de sus derechos 
humanos y su plena participación en todos 
los ámbitos de la vida. 
 
32. El Comité alienta al Estado Parte a que 
adopte medidas concretas y con fines 
precisos para acelerar la mejora de las 
condiciones de las mujeres indígenas y en 
todos los ámbitos de la vida. Asimismo, le 
exhorta a que asegure que las mujeres 
indígenas y de ascendencia africana 
tengan pleno acceso a servicios de 
educación y de salud adecuados y puedan 
participar plenamente en los procesos de 
adopción de decisiones. Pide al Estado 
Parte que incluya en su próximo informe 
periódico datos e información, así como 
las tendencias a lo largo del tiempo, sobre 
la situación de las mujeres indígenas y las 
de ascendencia africana, y sobre las 
repercusiones de las medidas adoptadas 
para superar la discriminación múltiple 
que se ejerce contra ellas. 

 
 
 
 
 
 
 
 

 
Panamá (CEDAW/C/PAN/CO/7), 5 de 
febrero de 2010 
 
 
Introducción 
 
2. El Comité expresa su agradecimiento al  
Estado parte por sus informes periódicos 
cuarto, quinto, sexto y séptimo 
combinados, elaborados conforme a las 
directrices anteriores del Comité para la 
preparación de los informes, pero lamenta 
que el informe no haya hecho referencia a 
las observaciones finales anteriores ni a las 
recomendaciones generales del Comité. 
También lamenta la ausencia de 
suficientes datos estadísticos desglosados 
por sexo sobre la situación de las mujeres, 
en particular las afrodescendientes y las 
indígenas, en relación con todas las esferas 
que abarca la Convención. El Comité 
agradece la franqueza del informe en la 
evaluación de las dificultades que se 
plantean para aplicar la Convención. Sin 
embargo, lamenta que la ausencia de 
informes periódicos durante el período 
que se examina haya dificultado más la 
supervisión del progreso en el logro de la 
igualdad entre los géneros 
 
Visibilidad de la Convención y del 
Protocolo Facultativo 
 
15. El Comité exhorta al Estado parte a que 
adopte todas las medidas necesarias para 
asegurar que todos los poderes públicos y 
la judicatura conozcan suficientemente y 
apliquen las disposiciones de la 
Convención como marco para todas las 
leyes, sentencias judiciales y políticas 
sobre la igualdad entre los géneros y el 
adelanto de la mujer. Recomienda que el 
Estado parte haga que las propias mujeres 
tomen conciencia de la Convención, en 
particular las mujeres de zonas rurales y 
las indígenas. El Comité recomienda 
también que el Estado parte haga que la 
Convención forme parte integrante de la 
educación jurídica de los funcionarios 
públicos, a fin de asegurar que el espíritu, 
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los objetivos y las disposiciones de la 
Convención sean de dominio público y se 
invoquen sistemáticamente en los 
procesos judiciales. Recomienda asimismo 
que el Estado parte adopte todas las 
medidas apropiadas para hacer que las 
disposiciones de la Convención y el 
Protocolo Facultativo formen parte del 
sistema de enseñanza en todos los niveles 
y estén disponibles en las distintas lenguas 
indígenas para que todas las mujeres y 
niñas puedan tener acceso a ellos. 
 
Educación 

 
34. El Comité, si bien acoge con 
beneplácito los esfuerzos realizados por el 
Estado parte con miras a eliminar el 
analfabetismo, en particular mediante 
campañas como “Muévete por Panamá”, 
observa con preocupación el alto nivel de 
analfabetismo de las mujeres de zonas 
rurales que hablan idiomas indígenas. El  
Comité observa también con preocupación 
que la elección de los estudios superiores 
sigue reflejando ideas estereotipadas con 
respecto a los ámbitos de educación 
apropiados para las mujeres.  
 
35. El Comité alienta al Estado parte a que 
redoble sus esfuerzos para erradicar el 
analfabetismo, en particular entre las 
mujeres de zonas rurales que hablan 
idiomas indígenas, teniendo en cuenta el 
plurilingüismo del país. También insta al  
Estado parte a que adopte medidas y 
realice estudios para abordar las causas 
básicas de la discriminación por motivo de 
género y los estereotipos de las funciones 
de los géneros en el ámbito de la 
educación, y alienta al Estado parte a que 
intensifique sus esfuerzos para promover 
la inclusión de mujeres en las carreras no 
tradicionales. 
 
Salud 
 
42. El Comité observa con preocupación la 
elevada tasa de mortalidad materna en el 
Estado parte, causada principalmente por 
la falta de atención médica apropiada, en 

particular para las mujeres y las 
adolescentes de zonas rurales y las 
indígenas. El Comité está preocupado 
además porque, debido a las dificultades 
para aplicar la legislación vigente en el 
Estado parte, muchas mujeres no pueden 
tener acceso al aborto legal, por lo que se 
ven obligadas a recurrir a abortos ilegales. 
El Comité también está preocupado por la 
falta de programas que incluyan medidas 
para concienciar a las víctimas sobre la 
importancia de recibir tratamiento médico 
cuando han sido objeto de una agresión 
sexual y de denunciar el incidente. 
 
43. El Comité insta al Estado parte a que 
mejore el acceso a los servicios de salud 
para todas las mujeres y en particular para 
los grupos de mujeres más vulnerables, 
como las indígenas, las afrodescendientes 
y las de ascendencia asiática. También 
insta al Estado parte a que adopte sin 
dilación medidas eficaces para resolver el 
problema de la elevada tasa de mortalidad 
materna garantizando la atención médica 
adecuada durante el embarazo, el parto y 
el posparto, y asegurando el acceso a las 
instalaciones de atención de la salud y a 
asistencia médica prestada por personal  
capacitado en todas las zonas del país, en 
particular en las zonas rurales. El Comité 
insta al Estado parte a que establezca 
reglamentos para ejecutar las leyes 
vigentes relativas al derecho de las 
mujeres al aborto y que otorgue a las 
mujeres acceso a servicios de calidad para 
el tratamiento de complicaciones 
derivadas de los abortos practicados en 
condiciones de riesgo. Invita al Ministerio 
de Salud a que emprenda una 
investigación o un estudio a fondo sobre 
los abortos en condiciones de riesgo y sus 
efectos para la salud de la mujer, sobre 
todo la mortalidad materna, que servirá 
como base para la adopción de medidas 
legislativas y normativas. Asimismo, insta 
al Estado parte a que facilite un diálogo 
nacional sobre el derecho de las mujeres a 
la salud reproductiva, que incluya las 
consecuencias de las leyes restrictivas en 
materia de aborto. Recomienda además 
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que el Estado parte establezca programas 
que incluyan medidas para concienciar a 
las víctimas acerca de la importancia de 
recibir tratamiento médico cuando ha sido 
objeto de una agresión sexual y de 
denunciar el incidente. 
 
44. El Comité lamenta la falta de 
información disponible sobre el VIH/SIDA, 
así como sobre la aparente feminización de 
esa enfermedad en el Estado parte, 
particularmente entre las mujeres y las 
niñas de zonas rurales y las indígenas. 
 
Grupos de mujeres vulnerables 

 
46. Si bien acoge con beneplácito las 
iniciativas y los programas sociales del 
Estado parte dirigidos a empoderar a las 
mujeres que viven en condiciones de 
pobreza extrema, el Comité está 
preocupado por la persistencia de altos 
niveles de pobreza y por la exclusión social  
de las mujeres de Panamá, especialmente 
las de zonas rurales y las indígenas, así 
como por los obstáculos que les impiden 
disfrutar de sus derechos básicos. 
 
Reunión y análisis de datos 
 
53. El Comité recomienda al Estado parte 
que intensifique sus esfuerzos para 
establecer un sistema amplio y unificado 
de datos desglosados por sexo en todas las 
esferas que abarca la Convención. El  
Comité recomienda también al Estado 
parte que en su próximo informe incluya 
datos y análisis estadísticos, desglosados 
por sexo y por zonas rurales y urbanas, e 
indique los efectos de las medidas 
adoptadas y los resultados logrados a fin 
de ilustrar en forma más amplia la 
situación de las mujeres en diversos 
ámbitos, en particular respecto de la 
cuestión de la violencia. El Comité invita al  
Estado parte a que preste particular 
atención a la reunión de datos relativos a 
los grupos de mujeres más vulnerables, 
incluidas las mujeres de zonas rurales y las 
indígenas, las migrantes y las trabajadoras 
domésticas, en particular las niñas. 

 

Paraguay (CEDAW/C/PRY/CO/6), 8 de 

noviembre de 2011 
 
 
Principio de igualdad 
 
12. Preocupa al Comité que, pese a la 
prohibición contenida en el artículo 48 de 
la Constitución, la legislación del Estado 
parte no contenga una definición de la 
discriminación de conformidad con el 
artículo 1 de la Convención. Además le 
preocupa que, pese a la elaboración de 
proyectos de ley sobre la igualdad y sobre 
la lucha contra todas las formas de 
discriminación contra la mujer, 
refrendados por entidades ministeriales, 
por varias comisiones del poder legislativo 
y por la sociedad civil, esos proyectos no 
hayan sido aprobados por el Parlamento. 
La inexistencia de una ley de gran amplitud 
afecta principalmente a los grupos 
desfavorecidos de mujeres, en particular 
las mujeres rurales e indígenas, las 
lesbianas y las transexuales, que son 
particularmente vulnerables a la 
discriminación. Preocupa asimismo al  
Comité que en la legislación subsistan 
disposiciones discriminatorias, lo cual  
denota la necesidad de armonizar en 
mayor medida la legislación interna con los 
instrumentos internacionales ratificados 
por el Estado parte. 
 
Educación 
 
26.  Preocupa al Comité la elevada tasa de 
embarazos entre las adolescentes, que 
afecta a la continuación y conclusión de 
sus estudios, así como la falta de datos 
desglosados adecuadamente y de 
información sobre las razones que 
impulsan a las embarazadas a abandonar 
los estudios. Preocupa también al Comité 
la suspensión de la aplicación del Marco 
Rector Pedagógico para la educación 
integral para la sexualidad, elaborado por 
el Ministerio de Educación de manera 
participativa con la colaboración de varias 
instituciones y con objeto de impartir una 
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educación integral a los niños y evitar los 
comportamientos de riesgo y los abusos 
que persisten en la sociedad. Inquieta 
igualmente al Comité las deficiencias en la 
educación de las niñas indígenas. 

27. El Comité recomienda al Estado parte que: 
d) Intensifique su labor encaminada a 
dar iguales oportunidades de 
educación a las jóvenes indígenas. 

 
La mujer rural 
 
32. El Comité acoge con satisfacción los 
esfuerzos realizados por el Estado parte para 
tomar medidas que mejoren los servicios 
institucionales dedicados a la mujer rural, 
tales como la elaboración de una Política 
Específica para Mujeres Rurales. Sin embargo, 
sigue preocupado por la situación de 
desventaja en que se encuentran las mujeres 
rurales, que son pobres en su mayoría, tienen 
problemas de acceso a los servicios sociales y 
de salud y carecen de la posibilidad de 
acceder a la propiedad de la tierra, no por 
impedimentos legales sino a causa de 
prácticas tradicionales y patrones culturales 
que se manifiestan con más fuerza en las 
zonas rurales y en las comunidades indígenas. 
Inquieta al Comité que, pese a las medidas 
aplicadas para regular el empleo de 
productos agrotóxicos, su uso indebido en la 
agricultura pueda afectar negativamente a la 
salud de las mujeres rurales. 

Grupos desfavorecidos de mujeres 
 
34. El Comité acoge con satisfacción los 
esfuerzos desplegados por el Estado parte 
para mejorar las condiciones de vida de las 
mujeres indígenas, en particular las 
mujeres guaraníes monolingües. Sin 
embargo, reitera su preocupación por la 
persistencia del analfabetismo, la baja tasa 
de matriculación escolar, el reducido 
acceso a la atención de salud y el alto nivel 
de pobreza. El Comité está profundamente 
preocupado por la elevada vulnerabilidad 
en lo que respecta al derecho al agua 
potable y a una alimentación suficiente, 
especialmente en la región del Chaco, 

repetidamente afectada por las sequías. 
Inquietan asimismo al Comité los salarios 
de las mujeres indígenas, que son 
normalmente inferiores a la media 
nacional. 
 
35. El Comité recomienda al Estado parte 
que: 

a) Adopte medidas especiales de 
carácter temporal, de conformidad 
con el artículo 4, párrafo 1, de la 
Convención y con la 
Recomendación general Nº 25 
(2004) del Comité, para acelerar el 
disfrute efectivo de los derechos 
de las mujeres indígenas; 
b) Vele por que las mujeres 
indígenas tengan fácil acceso a las 
escuelas y a los servicios de salud 
de manera asequible, tanto física 
como financieramente, con 
servicios bilingües y por que se 
tengan en cuenta las necesidades 
especiales de las mujeres de 
comunidades indígenas 
monolingües, y 
c) Redoble sus esfuerzos por hacer 
efectivo el derecho al agua y a una 
alimentación suficiente de manera 
consultiva y participativa, con la 
intervención de las mujeres 
indígenas a fin de conseguir 
resultados culturalmente 
adecuados. 
 
 

 

Perú (CEDAW/C/PER/CO/7-8), 24 de Julio 
de 2014 
 
 
 
Acceso a la justicia  
 
11. El Comité observa con reconocimiento 
las iniciativas emprendidas por el Estado 
parte para garantizar el acceso a la justicia 
en igualdad de condiciones para mujeres y 
hombres, como se prevé en la Ley de 
Igualdad de Oportunidades entre Mujeres 
y Hombres. Sin embargo, al Comité siguen 



42 
 

preocupándole las barreras que limitan el 
acceso de las mujeres a la justicia y, en 
particular, las dificultades –barreras 
lingüísticas y económicas inclusive– a las 
que se enfrentan principalmente las 
mujeres que viven en la pobreza, las 
mujeres residentes en zonas rurales y 
periurbanas marginales, y las mujeres que 
pertenecen a comunidades indígenas, 
amazónicas o afroperuanas. Expresa su 
preocupación por las demoras con las que 
se aplican los fallos de los tribunales 
internacionales y regionales y las 
opiniones de los órganos creados en virtud 
de tratados con relación a las 
comunicaciones individuales, y en 
particular por el hecho de que el Estado 
parte no haya proporcionado reparaciones 
integrales ni indemnizaciones individuales 
tal y como recomendaron el Comité en L.C. 
c. Perú (CEDAW/C/50/D/22/2009) y el 
Comité de Derechos Humanos en K.L. c.  
Perú (CCPR/C/85/D/1153/2003). El Comité 
manifiesta asimismo su inquietud por el 
hecho de que el personal de los servicios 
encargados de hacer cumplir la ley no 
conozca lo suficiente la Convención. 
 
Estereotipos, prácticas discriminatorias y 
violencia contra la mujer  

 
17. El Comité toma nota de las iniciativas 
del Estado parte para combatir los 
estereotipos de género y la violencia 
contra la mujer, pero sigue preocupado por 
lo siguiente: 

c) El hecho de que, como señaló el 
Estado parte en su informe y 
durante el diálogo, determinados 
grupos de mujeres, además de 
verse afectados por los 
estereotipos de género, tengan 
que hacer frente a múltiples 
formas de discriminación y 
violencia en razón de la pobreza, la 
discapacidad, la pertenencia a 
comunidades indígenas o la 
ascendencia africana o bien la 
orientación e identidad de género; 

 

18. El Comité insta al Estado parte a que 
adopte con urgencia una ley integral de 
prevención de la violencia contra la mujer 
para prevenir tales actos, proteger a las 
víctimas y enjuiciar a sus autores, que 
prevea la reparación, la imposición de 
sanciones, el acceso a la justicia y 
mecanismos integrales de protección y 
prestación de servicios a las víctimas 
aplicando un criterio intercultural. Reitera 
su recomendación (ibid., párr. 19) al Estado 
parte de que conciba y aplique una 
estrategia integral de lucha contra los 
estereotipos de género discriminatorios, 
con miras a combatir la violencia contra la 
mujer, y le recomienda que: 

a) Intensifique los programas de 
concienciación y las campañas de 
educación de la ciudadanía para 
promover la igualdad de mujeres y 
hombres en todos los niveles de la 
sociedad, cambiar las actitudes 
estereotipadas y eliminar la 
discriminación de la mujer por 
motivos como la pobreza, el origen 
indígena o la etnia, la discapacidad 
o la orientación o identidad de 
género, eliminando así los 
obstáculos al pleno ejercicio del 
derecho a la igualdad de 
conformidad con el Plan Nacional  
de Igualdad de Género, y adopte 
una política de tolerancia cero 
frente a todas las formas de 
violencia contra la mujer; 

 
Nacionalidad  

 
27. El Comité toma nota de los esfuerzos 
realizados por el Estado parte para emitir 
documentos de identidad, en particular, a 
las mujeres y niños indígenas y de las zonas 
rurales, a fin de que puedan solicitar 
prestaciones sociales y la nacionalidad. Sin 
embargo, el Comité está preocupado por:  

b) La falta de inscripción registral  
de los nacimientos y de acceso a la 
documentación por lo que 
respecta a los niños de 
comunidades indígenas, en 
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especial en las comunidades 
aisladas de la Amazonía; 

 
Educación  
 
29. El Comité celebra que las mujeres y los 
hombres tengan acceso a la educación 
regular en pie de igualdad. Sin embargo, le 
preocupan las disparidades en el acceso a 
una educación de calidad que afectan a las 
niñas de las zonas rurales, en particular las 
que no tienen el español como lengua 
materna, y que las tasas de analfabetismo 
entre la población femenina rural e 
indígena y entre las niñas con discapacidad 
siga siendo elevada debido a la falta de 
oportunidades educativas. El Comité 
considera también preocupante que las 
niñas sean a menudo víctimas de abusos 
en las escuelas o de camino a estas y que 
se registra un gran número de embarazos 
entre las adolescentes, y lamenta la falta 
de información sobre las iniciativas 
adoptadas para abordar el problema del 
abandono escolar de las adolescentes que 
quedan embarazadas. Toma nota del 
nuevo marco curricular del Ministerio de 
Educación, que incluye una educación 
sexual amplia. Sin embargo, al Comité le 
preocupa que el marco no se haya aplicado 
y que los adolescentes tengan un acceso 
limitado a información adaptada a su edad 
y a perspectivas interculturales sobre su 
salud y derechos sexuales y reproductivos, 
entre otras cosas sobre el comportamiento 
sexual responsable, la prevención de los 
embarazos precoces y las enfermedades 
de transmisión sexual, así como las 
medidas de protección contra los abusos 
sexuales. 
 
30. El Comité recomienda al Estado parte 
que:  

a) Asigne recursos humanos y 
financieros suficientes para la 
aplicación y la supervisión de las 
leyes y políticas públicas 
destinadas a combatir la 
discriminación en el acceso a la 
educación e incluir el uso de 
medidas especiales de carácter 

temporal para promover la 
educación de las mujeres y las 
niñas, en particular en las zonas 
rurales y las comunidades 
indígenas, y entre las niñas con 
discapacidad; 

 
Salud  

 
33. El Comité toma nota de las iniciativas 
del Estado parte para incluir una 
perspectiva intercultural en el acceso a la 
salud sexual y reproductiva. Sin embargo, 
le preocupan las barreras lingüísticas, 
culturales y económicas que deben 
afrontar las mujeres indígenas y las 
mujeres que viven en la pobreza para tener 
acceso a los servicios de salud y la 
cobertura del sistema de salud universal,  
así como la discriminación y el trato 
degradante a que las somete el personal  
médico. 
 
34. El Comité recomienda al Estado parte 
que intensifique los esfuerzos para 
garantizar el acceso de las mujeres 
indígenas y las mujeres que viven en la 
pobreza a los programas de salud pública. 
También recomienda al Estado parte que 
asigne suficientes recursos humanos y 
financieros para garantizar la prestación de 
servicios básicos de salud en todo el 
territorio nacional, en particular a las 
comunidades indígenas aisladas. El Comité 
alienta al Estado parte a reforzar el 
enfoque de género e intercultural en la 
prestación de servicios de salud, entre  
otras cosas mediante la debida 
capacitación del personal de salud. 
 
Grupos desfavorecidos de mujeres  

 
39. El Comité lamenta la falta de 
información específica con respecto a las 
medidas dirigidas a abordar la 
discriminación y la violencia a las que se 
enfrentan determinados grupos 
desfavorecidos de mujeres, como por 
ejemplo las mujeres que viven en una 
difícil situación económica, las mujeres 
indígenas y afroperuanas, las migrantes, 
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las mujeres de edad, las mujeres con 
discapacidad, las reclusas, las mujeres 
lesbianas, bisexuales y trans, y otras 
mujeres que afrontan formas múltiples e 
interrelacionadas de discriminación. El  
Comité reitera su preocupación por que las 
mujeres rurales e indígenas en particular 
sigan enfrentándose a barreras en el 
ejercicio de sus derechos y en el acceso a 
los servicios básicos, la tenencia de la 
tierra y los mecanismos de crédito. 
 
40. El Comité recomienda al Estado parte 
que facilite información y datos 
estadísticos exhaustivos en su próximo 
informe periódico sobre la situación de los 
grupos desfavorecidos de mujeres y la 
aplicación de los instrumentos de política 
existentes para abordar sus 
especificidades. Insta al Estado parte a 
prestar especial atención a las necesidades 
de las mujeres de las zonas rurales, las 
mujeres indígenas y las que pertenecen a 
minorías, y a garantizar que participen en 
los procesos de adopción de decisiones y 
tengan pleno acceso a la justicia, los 
servicios básicos, la tenencia de la tierra y 
los mecanismos de crédito. 
 
 
 

Uruguay (CEDAW/C/URY/CO/8-9), 22 de 
julio de 2016 
 
 
Aspectos positivos 
 
4. El Comité observa los progresos 
realizados desde el examen, en 2008, de 
los informes periódicos cuarto a séptimo 
combinados del Estado parte 
CEDAW/C/URY/7, en concreto la adopción 
de las siguientes medidas legislativas: 

e) Ley núm. 19.122, de 21 de 
agosto de 2013, y Decreto núm. 
144/014, de 22 de mayo de 2014, 
que reconoce la discriminación 
hacia los afrodescendientes y 
contempla medidas positivas de 
reparación; 

 

Mujeres afrodescendientes 
 
9.  El Comité encomia al Estado parte por 
haber adoptado medidas importantes para 
promover la igualdad racial con respecto a 
las manifestaciones históricas de 
discriminación hacia la población 
afrouruguaya y acoge con beneplácito el 
hecho de que el Estado parte haya 
reconocido a este sector de la población en 
el último censo. Sin embargo, estas 
medidas no han eliminado el problema, de 
modo que sigue existiendo una 
discriminación interseccional de facto 
hacia las mujeres afrouruguayas que 
puede observarse en el desproporcionado 
nivel de exclusión educativa, embarazos 
precoces, salarios más bajos y dificultades 
respecto de la incorporación a la fuerza de 
trabajo, así como en el menor grado de 
participación en la vida pública y política.  
  
10. El Comité recomienda que el Estado 
parte adopte medidas contra la 
discriminación en favor de las mujeres 
afrouruguayas según lo establecido por la 
Ley núm. 19.122 y el Decreto núm. 
144/014, como por ejemplo, las siguientes:  

a) Fortalecer las campañas de 
sensibilización continuas sobre el 
racismo hacia las mujeres 
afrouruguayas; 

 b) Establecer medidas especiales 
de carácter temporal para 
aumentar el acceso a los derechos 
económicos, sociales y culturales y 
la participación política; 

 c) Supervisar y coordinar de forma 
activa las respuestas del Estado 
orientadas a eliminar la 
discriminación sistémica, y hacer 
un seguimiento de dichas 
respuestas. 

 
Mecanismo nacional encargado del 
adelanto de la mujer 
 

16. El Comité recomienda que el Estado 
parte: 

c) Garantice la participación activa 
de las organizaciones de mujeres y 
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otras organizaciones de la sociedad 
civil, como las instituciones 
académicas, los institutos de 
investigación, los sindicatos, las 
organizaciones de mujeres 
afrouruguayas y las organizaciones 
de mujeres con discapacidad, en la 
aplicación de políticas públicas que 
promuevan el adelanto de la mujer.  

 
Estereotipos y prácticas discriminatorias 

 
17. El Comité celebra las medidas 
adoptadas por el Estado parte para 
eliminar los estereotipos de género 
discriminatorios, incluida la legislación 
para combatir la discriminación contra las 
personas lesbianas, transgénero, 
transexuales e intersexuales, así como la 
homofobia, pero sigue preocupado por las 
siguientes cuestiones: 

c) Los prejuicios racistas y la 
exclusión social que sufren las 
mujeres afrouruguayas pese a la 
existencia de leyes generales 
destinadas a luchar contra la 
discriminación racial. 

 
18. El Comité recomienda que el Estado 
parte: 

c) Diseñe estrategias nacionales 
que tengan por objeto aumentar la 
sensibilización sobre la 
discriminación contra las mujeres 
afrouruguayas y cree líneas de 
acción concretas dentro del 
programa de igualdad de género, 
con el fin de identificar el estigma 
contra la mujer sobre la base de las 
distintas formas interrelacionadas 
de discriminación. 

 
Violencia por razón de género ejercida 
contra las mujeres 

 
19. El Comité toma nota de las medidas 
adoptadas por el Estado Parte de 
conformidad con el plan de acción por una 
Vida libre de Violencia de Género, para el 
período 2016-2019, así como el programa 
integral de lucha contra la violencia de 

género. También acoge con beneplácito la 
creación de la oficina nacional de violencia 
doméstica y de género en el seno del 
Ministerio del Interior, además del 
establecimiento de 47 dependencias 
especializadas en la lucha contra estas 
formas de violencia. El Comité encomia la 
aplicación por el Estado parte del 
dispositivo electrónico de tobilleras como 
medida para la protección de la mujer, 
pero le siguen preocupando las siguientes 
cuestiones: 

f) La escasa información sobre el 
acceso a los servicios de apoyo 
para las mujeres que son víctimas 
de la violencia, como tratamiento 
médico, asesoramiento 
psicológico, asistencia letrada, 
apoyo financiero y centros de 
acogida  
en todo el territorio del Estado 
parte, habida cuenta de las 
mujeres en 
situaciones desfavorables, 
especialmente las mujeres 
afrouruguayas y las mujeres con 
discapacidad. 
 

20. El Comité exhorta al Estado parte a 
que: 

f) Establezca mecanismos de 
seguimiento para evaluar la 
accesibilidad a los servicios de 
protección y asistencia a las 
víctimas de la violencia por razón 
de género, en particular para los 
grupos desfavorecidos de mujeres, 
como las mujeres 
afrodescendientes, las mujeres con 
discapacidad y las mujeres 
migrantes, refugiadas y solicitantes 
de asilo. 

 
Educación 

 
31. El Comité acoge con beneplácito los 
logros realizados en relación con el acceso 
de la mujer a todos los niveles de la 
enseñanza y observa que el número de 
mujeres que completan la enseñanza 
secundaria superior es un 30,7% mayor 
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que el de hombres. También señala que las 
mujeres constituyen el 60% de todos los 
estudiantes universitarios. Sin embargo, el 
Comité expresa su preocupación por: 

a) La alta tasa de deserción escolar 
entre las niñas en la educación 
formal, principalmente debido a 
los embarazos precoces, en 
especial en las zonas rurales y las 
zonas urbanas desfavorecidas. Las 
adolescentes afrouruguayas se ven 
afectadas de manera 
desproporcionada y hay una falta 
de información sobre las medidas 
adoptadas para hacer frente a esta 
situación; 
e) La falta de medidas para 
aumentar el acceso a la educación 
para las mujeres 
afrodescendientes. 
 

32. El Comité recomienda al Estado parte 
que: 

a) Aplique estrategias eficaces para 
hacer frente a la elevada tasa de 
embarazos precoces y de deserción 
escolar y adopte medidas, como la 
concesión de becas, para asegurar 
la retención y facilitar la 
reincorporación de las madres 
jóvenes a la escuela, 
especialmente para las mujeres y 
niñas afrodescendientes y de zonas 
rurales, y mujeres que viven en 
zonas urbanas desfavorecidas, con 
un seguimiento activo hasta y 
durante la educación terciaria; 
e) Dé prioridad a las medidas 
destinadas a facilitar el acceso a la 
educación de las mujeres 
afrouruguayas, como la asignación 
de cuotas a nivel universitario, y 
realice un seguimiento periódico 
de los progresos. 

 
Empleo 

 
33. El Comité celebra la creciente 
integración de la mujer en el mercado de 
trabajo estructurado. Observa también 
que en la esfera de los conocimientos 

científicos el número de mujeres duplica al  
de hombres. El Comité encomia al Estado 
parte por la aprobación de un sistema 
nacional de cuidados, que puede ayudar a 
hacer frente a la carga tradicionalmente 
desproporcionada del trabajo no 
remunerado de la mujer. No obstante, el 
Comité está preocupado por las siguientes 
cuestiones:  

a) Las mayores tasas de desempleo  
y autoempleo entre las mujeres 
(las tasas de empleo de las mujeres 
son aproximadamente un 20% 
inferiores que las de los hombres)  
y el hecho de que el desempleo 
afecte especialmente a las mujeres 
afrodescendientes; 
c) La representación excesiva de las 
mujeres afrouruguayas en el sector 
de trabajo doméstico (una de cada 
cuatro personas que realizan 
tareas domésticas) y la falta de 
protección efectiva para las 
trabajadoras migrantes del servicio 
doméstico; 
 
 

34. El Comité recomienda que el Estado 
parte: 

a) Diseñe y aplique de manera 
efectiva estrategias y metas con 
plazos concretos para fomentar el 
acceso de la mujer, especialmente 
de las mujeres afrouruguayas, a 
distintos tipos de empleos 
estructurados: 

 
Salud 
 
35. El Comité encomia al Estado parte por 
reducir drásticamente la mortalidad 
materna, así como por ampliar el acceso 
de las mujeres a los servicios de salud 
sexual y reproductiva, aunque le preocupa 
que dicho acceso siga siendo limitado en 
las zonas rurales. También observa con 
preocupación el uso generalizado de la 
objeción de conciencia entre los 
profesionales médicos, lo que limita el 
acceso a los servicios de aborto sin riesgo 
garantizados por ley. El Comité también 
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expresa su preocupación por la elevada 
tasa de embarazos precoces, 
especialmente entre las mujeres 
afrouruguayas y las que viven en zonas 
rurales y zonas urbanas desfavorecidas. 
 
 
 

Venezuela (CEDAW/C/VEN/CO/7-8) 14 de 
noviembre de 2014 
 
 
Medidas especiales de carácter temporal 
 
15. A la luz de sus anteriores 
observaciones finales sobre los informes 
periódicos cuarto a sexto combinados del 
Estado parte (CEDAW/C/VEN/CO/6), el 
Comité recomienda al Estado parte que: 

a) Aplique medidas especiales de 
carácter temporal, incluidas 
cuotas, con metas y calendarios 
concretos, como un componente 
sistemático de la estrategia para 
acelerar el logro de una igualdad 
sustantiva entre los géneros en 
todas las esferas en las que las 
mujeres estén insuficientemente 
representadas o se encuentren 
desfavorecidas, como la 
participación en la vida política, 
pública, económica, social y 
cultural, la educación y el empleo. 
En este sentido, el Estado parte 
debería prestar especial atención a 
las mujeres indígenas y 
afrodescendientes, las mujeres con 
discapacidad, las mujeres de las 
zonas rurales, las mujeres de edad 
y las mujeres migrantes; 

 
Educación 
 
27. El Comité recomienda al Estado parte 
que: 

b) Utilice medidas especiales de 
carácter temporal para promover 
la educación de las niñas y las 
mujeres indígenas y 
afrodescendientes, las niñas y las 
mujeres que viven en la pobreza y 

en zonas rurales y las niñas con 
discapacidad; 

 
Salud 
 
31. El Comité insta al Estado parte a que: 

b) Asigne suficientes recursos 
financieros, humanos y técnicos 
para asegurar que se disponga de 
servicios de salud adecuados, en 
particular de prevención y 
tratamiento del cáncer, en todo el 
Estado parte y especialmente en 
las zonas rurales y para las mujeres 
indígenas y afrodescendientes, las 
mujeres de edad y las mujeres con 
discapacidad; 

Empoderamiento económico de la mujer 
 
33. El Comité recomienda al Estado parte que 
siga fortaleciendo los planes financieros 
destinados a las mujeres, prestando especial 
atención a las mujeres de las zonas rurales, las 
mujeres indígenas y afrodescendientes, las 
mujeres con discapacidad y las mujeres de 
edad. También recomienda al Estado parte 
que revise sus programas sociales a fin de velar 
por que ofrezcan resultados sostenibles, 
empoderen a las mujeres y no aumenten la 
dependencia. 
 
Grupos desfavorecidos de mujeres  
 
36. El Comité lamenta la falta de medidas 
eficaces orientadas a combatir la 
discriminación y la violencia que afrontan los 
grupos desfavorecidos de mujeres, como son 
las mujeres indígenas y afrodescendientes, las 
mujeres migrantes, las mujeres de edad y las 
mujeres con discapacidad, así como las 
mujeres lesbianas, bisexuales, transgénero e 
intersexuales y otras mujeres que afrontan 
formas múltiples y entrecruzadas de 
discriminación. 
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